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Resumen.

Para Colombia no hay escenario más gratificante que poner fin a décadas de sufrimiento y
muerte que produjo la guerra; y hoy, después de muchos intentos, se vislumbra con cierto
aire de confianza la posibilidad de superar nuestras históricas diferencias. Sin embargo, el fin
de la confrontación armada no es necesariamente el fin de las fuentes de conflicto. La
terminación del mismo supone el comienzo de una nueva etapa, que puede resultar incluso
más desastrosa que la anterior y constituir un círculo vicioso en donde las consecuencias de
la guerra se vuelven causa de nuevas problemáticas sociales. Otros países han transitado por
este camino, como lo son Guatemala y El Salvador, que lograron alcanzar la paz, mediante
el establecimiento de medidas estructurales que redujeron las tensiones que generaron el
conflicto y lo llevaron a que fuese resuelto por la vía no armada, pero que durante su
implementación tuvieron otro tipo de dificultades que transformaron el conflicto hacia otras
formas de violencia.
Esta monografía se enmarca dentro del escenario de posconflicto en Colombia, producto de
los acuerdos de paz firmados entre el Gobierno y las FARC. Desde este contexto y
refiriéndonos a las experiencias de Guatemala, El Salvador, el proceso de paz del Caguán y
la desmovilización de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), analizaremos el papel
y las contribuciones que el sistema de cooperación internacional puede aportar en el contexto
del posconflicto en Colombia.

Palabras Clave: Posconflicto Colombia, Peacebuilding, Proceso de Paz,
Cooperación Internacional, Lecciones Guatemala, El Salvador y AUC.
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Abstract.

For Colombia there is no more gratifying scenario than ending decades of suffering and death
that produced the war; and today, After many attempts, the possibility of overcoming our
historical differences can be seen with a certain air of confidence. However, the end of the
armed confrontation is not necessarily the end of the sources of conflict. The end of it suppose
the beginning of a new stage, which can be even more disastrous than the previous one and
constitute a vicious circle where the consequences of war become the cause of new social
problems. Other countries, such as Guatemala and El Salvador, have been able to reach peace
through the establishment of structural measures that have reduced the tensions generated by
the conflict and led to their being solved by the unarmed path, but which during their
implementation had other types of difficulties that transformed the conflict towards other
forms of.
This monograph is develop in the frame of the post-conflict scenario in Colombia, the product
of the peace agreements signed between the Government and the FARC. From this context
and referring to the experiences of Guatemala, El Salvador, the Caguan peace process and
the demobilization of the United Self-Defense Forces of Colombia (AUC), we will analyze
the role and contributions that the international cooperation system can bring in the context
of postconflict in Colombia.

Keywords:

Colombia’s

Postconflict,

Peacebuilding,

Peace

International Cooperation, Lessons Guatemala, El Salvador and AUC.

5

Process,

INVOLUCRAMIENTO INTERNACIONAL EN EL ESCENARIO DE
POSCONFLICTO COLOMBIANO: ANÁLISIS DE LECCIONES LOCALES E
INTERNACIONALES DE PARTICIPACIÓN.
INTRODUCCIÓN
Colombia se enfrenta actualmente a varios de los mayores retos de su historia reciente; poner
fin a más de cinco décadas de conflicto armado, corregir sus debilidades estructurales y
deudas históricas con muchos sectores y territorios del país y, así, sembrar las bases que
ayuden a recomponer las estructuras sociales, económicas y políticas. Con la implementación
de lo pactado en el Acuerdo General para la terminación del conflicto y la construcción de
una paz estable y duradera, se logró un consenso sobre los problemas asociados al conflicto
armado y su jerarquía.
El gran impacto social del conflicto armado en Colombia, el cual lleva más de 50 años, ha
estado marcado por varios intentos de negociación que han puesto al país en un vaivén de
esperanza y desilusión y que ha resultado en fracasos y aumento de la guerra en el país. A
diferencia de lo ocurrido en anteriores intentos de pactos de paz, hoy se evidencian con más
claridad las intenciones del gobierno nacional y la guerrilla de las FARC de silenciar las
armas e iniciar el camino hacia la recomposición social e institucional del país.
Es por esto que este proceso de diálogos de paz, que inició su fase exploratoria en febrero de
2012 y que trabajó en lograr acuerdos generales que permitan “una paz sostenible y
duradera”1, le ofrece a Colombia la oportunidad de apostar por un cierre definitivo a este
largo conflicto. De tal manera, un posible escenario de posconflicto supone un reto para las
diplomacias de la paz, incluidas las que lleven a cabo los actores armados, pues del esfuerzo
e inteligencia de las partes implicadas, dependerá que los resultados de estos procesos

1

Acuerdo general para la terminación del conflicto y la construcción de una paz sostenible y duradera.
www.mesadeconversaciones.com.co/sites/default/files/AcuerdoGeneralTerminacionConflicto.pdf
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avancen por buen camino (Fisas, 2004).
Es allí donde surge la necesidad de anticiparse a la etapa del posconflicto, entendida como la
fase posterior a la firma definitiva de los acuerdos de paz, con el fin de construirla y
proyectarla durante la negociación del proceso de paz, ya que esta supone una recomposición
de la sociedad e incluye temas como la desmovilización de los actores, la seguridad
ciudadana, la reinserción, el cumplimiento de los acuerdos de paz y la creación de medidas
que disminuyan los riesgos de recaer en el conflicto.
De lo anterior es importante tener en cuenta que el fin de la confrontación armada en
Colombia no implica el fin de las causas estructurales que originaron el conflicto. La
terminación del mismo advierte el comienzo de una nueva etapa que puede resultar incluso
más desastrosa que la anterior y constituir un círculo vicioso en donde las consecuencias de
la guerra mutan en causas de nuevas problemáticas sociales.
Por tanto, es necesario estructurar los fundamentos conceptuales del posconflicto a través de
sus principales elementos: contexto, atención y reivindicación de las víctimas, reconstrucción
institucional, cooperación internacional, desarme, participación política, reinserción a la vida
civil, asistencia humanitaria, entre otros. Para nuestro caso, centraremos el análisis del
eventual escenario de posconflicto en el caso colombiano desde la perspectiva de la
participación e importancia de la cooperación internacional, basándonos y refiriéndonos a las
experiencias y lecciones internacionales de Guatemala y El Salvador; y, algunas nacionales,
como el proceso del Caguán y el adelantado con las Autodefensas Unidas de Colombia.
Desde la premisa de que el hecho que otros países han pasado por experiencias similares de
conflicto y adelantaron, en su momento (con distintos orígenes del conflicto y con distintos
acercamientos a su solución), el camino para finalizar la violencia armada a partir de modelos
de negociación política; todo ello con el acompañamiento y gestión de la comunidad
internacional. En tanto, vemos que es posible aprender de esas experiencias y suplir nuestras
carencias en estudios y experiencias sobre conflictos y procesos de paz; todo ello con la
intención de que se genere el conocimiento suficiente que nos permita afrontar todos los retos
2

que se avecinan después de la firma de los acuerdos de paz.
La metodología a desarrollar en este trabajo tiene un carácter de análisis cualitativo y
comparativo. Este texto presenta un análisis de casos; dos de ellos internacionales, en los
cuales, después de un conflicto armado se ha alcanzado un acuerdo de paz, y de los que es
posible establecer analogías y lecciones para el caso colombiano. Los casos de Guatemala y
El Salvador tienen una relación cercana con el caso colombiano, donde el carácter interno
del conflicto tiene un gran peso en el alcance de la solución negociada. El equilibrio militar
y estratégico que perduró por mucho tiempo en estos países, en el que ninguno de los bandos
tenía la capacidad de infringir una derrota militar, evidenció la imposibilidad de una victoria
militar, lo que trasladó el conflicto armado al terreno de la negociación política, facilitando
así el diálogo y la concertación, con un apoyo importante de la comunidad internacional a
través de la mediación, el apoyo político y la verificación de los acuerdos pactados.
Adicional al estudio de los casos de Guatemala y El Salvador, analizaremos el fallido proceso
de diálogos de paz del Caguán entre el Gobierno del entonces presidente Andrés Pastrana
Arango (1998 - 2002) y la guerrilla de las FARC, donde se rescatan importantes lecciones
aplicables al proceso actual. Posteriormente, entraremos a detallar el proceso llevado a cabo
con las Autodefensas Unidas de Colombia y, finalmente, entraremos en el estudio los
diálogos de La Habana con la guerrilla de las FARC.
Este documento se encuentra dividido en 4 capítulos, en los que en primer lugar realizamos
una aproximación teórica y contextual de la participación de la comunidad internacional en
los procesos de construcción de paz. En este capítulo se realiza un acotamiento conceptual
de los términos centrales de nuestro trabajo: conflicto, posconflicto, paz (actores y procesos)
y cooperación internacional. En el capítulo 2, se realiza una síntesis de los orígenes de la
guerra, el proceso político, las negociaciones de paz, la participación de la comunidad
internacional y las lecciones aprendidas en los casos de Guatemala y El Salvador. Por su
parte, en el capítulo 3 se hace un recuento del proceso llevado a cabo desde las negociaciones
en el Caguán (1998 - 2002), hasta el proceso llevado con los paramilitares después del
3

Gobierno Pastrana, donde analizaremos el papel de la comunidad internacional en ambos
casos. Y, finalmente, en el capítulo 4, se desarrolla el proceso actual llevado a cabo bajo el
gobierno de Juan Manuel Santos (2010 - 2016), incluyendo lo pactado en el documento del
acuerdo final para la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y
duradera, donde analizaremos igualmente del rol que tiene la comunidad internacional.
Producto de la revisión y análisis de los estudios de caso anteriormente mencionados,
proponemos una serie de conclusiones y recomendaciones producto del rescate de las
lecciones, aciertos y errores más importantes que sirvan de referencia para delimitar o
establecer el alcance y el rol que la cooperación internacional debe tener en el escenario de
posconflicto en nuestro país, en aras de cumplir con el objetivo primordial del acuerdo
obtenido después de la finalización de las negociaciones de paz.
Para realizar el análisis de los mecanismos de cooperación internacional en el marco del
posconflicto colombiano, es necesario partir de la identificación del rol que esta juega
actualmente en la mesa de negociación y del papel que tuvo en nuestros casos de estudio. En
el desarrollo de este trabajo se retoman las herramientas, recomendaciones y experiencias
que surgieron de dichos procesos, para la identificación de los posibles efectos secundarios
que se derivan y al planteamiento de nuevas alternativas que los mitiguen. A partir de allí, se
replantea el papel y las contribuciones que la cooperación internacional debe tener en el
posconflicto. Como ya se había mencionado, este proyecto da cuenta del proceso y los
resultados de una investigación cualitativa con enfoque analítico, lo que permite abordar el
objeto de estudio desde una metodología descriptiva, interpretativa y propositiva.
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CAPÍTULO 1.

UNA APROXIMACIÓN TEÓRICA Y CONTEXTUAL A LOS PROCESOS
DE PARTICIPACIÓN DE LA COMUNIDAD INTERNACIONAL EN EL
MARCO DE LA CONSTRUCCIÓN DE LA PAZ.

Los conceptos utilizados en este trabajo requieren ser definidos y aclarados con antelación,
con el fin de delimitar el alcance, perspectiva y desarrollo del mismo. Por tanto, es importante
precisar el uso del lenguaje para proporcionar de manera inequívoca el sentido que buscamos
darle a nuestro ejercicio de argumentación. Asimismo, consideramos innecesaria una gran
extensión para la definición de los conceptos y teorías que se desarrollarán, puesto que en los
casos que aquí trabajaremos, la experiencia ha mostrado por sí sola una generalidad
conceptual. Entonces, al explicar el conflicto, buscamos incluir factores y elementos
explicativos que tienen una relación directa, específica y bien establecida con la categoría del
conflicto armado.
El mismo concepto de conflicto es debatible. En los textos que aluden al tema, se encuentran
las manifestaciones de intereses opuestos, choques, dificultad de entendimiento, disputa o
divergencia entre dos o más partes. La gama de posiciones es tan amplia que va desde las
teorías que consideran el conflicto como un estado patológico, hasta las que lo consideran
algo inevitable y que no puede ser rechazado, porque tiene una esencia de cambio y
transformación.
Dahrendorf (1993) señala que el conflicto es el motor de la historia; es lo que mantiene el
desarrollo de la sociedad y acarrea cambios en ella a corto plazo. Estos cambios son producto
tanto de la presencia del conflicto mismo como del manejo que la sociedad hace del mismo:
los previene, los gestiona o los resuelve.2 Por su parte, Morín (2005) sostiene que el conflicto
2

En ese sentido la prevención refiere a la intervención en el manejo de diferencias cuando éstas aún no han
sobrevenido en una disputa activa. La gestión nos remite al escenario de un conflicto activo, a intentar minimizar

5

puede también ser entendido como una situación que regenera las sociedades humanas, lo
que nos lleva a pensar que el conflicto incluye tanto la crisis como la oportunidad de cambio;
el enfrentamiento como la mejora de situaciones y relaciones; esto hace que los conflictos se
conciben como procesos que conducen a distintos resultados según el desarrollo y la forma
en que se manejan.
Wallesteen (2002: 13) lo define como “una situación social en la que al menos dos partes
se enfrentan por acceder al mismo tiempo a recursos que son limitados”. Desde esta
definición, Guerrero (2012) identifica que en cualquier conflicto están presentes tres
elementos fundamentales: actores, percepciones opuestas y una conducta que lleva a luchar
por estos recursos.
Fisas (1987: 16) rescata también estos elementos y construye el concepto de conflicto como
“una situación en la que un actor (persona, comunidad, Estado etc.) se encuentra en
oposición consciente con otro actor (del mismo o igual rango), a partir del momento en que
persiguen objetivos incompatibles, lo que les conduce a una oposición, enfrentamiento o
lucha.”.
En este mismo sentido, Guerrero (2011: 87) argumenta que “El conflicto normalmente
aparece en el imaginario colectivo como una situación negativa o indeseada, la cual, en la
medida de lo posible, es mejor eludir, evitar u ocultar. Sin embargo, en realidad el conflicto
es un fenómeno transversal a todo el ámbito de lo social, es inevitable y necesario como
herramienta de transformación”. Por esto es necesario entender las diferentes facetas,
posiciones y contextos que hacen del conflicto un importante fenómeno dinámico y
multidimensional de transformación social (Caireta y Barbeito. 2005).
De lo anterior, se puede definir el concepto de conflicto desde lo concluido por Guerrero,

o contener sus efectos negativos, sin que necesariamente se diseñe una alternativa que busque la solución
definitiva del mismo. Y, finalmente, la resolución sí alude a una estrategia que supone poner fin a la disputa,
desde una perspectiva de tolerancia y mutuo reconocimiento de las partes enfrentadas (Guerrero, 2011)
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como:
“un suceso de amplio alcance que es inherente a la construcción social, en donde se
encuentran en disputa intereses en el acceso y apropiación de determinado recurso
o privilegio, o la defensa de una escala de valores ante alguna amenaza externa.
Igualmente, el conflicto es un proceso neutro, de donde se deduce que las
consecuencias, positivas o negativas del mismo, dependen de la forma en que se
gestiona – la violencia y la hostilidad no son elementos propios del conflicto, sino
maneras posibles de encararlo” – (Guerrero, 2011 p. 88)
En consonancia con lo antes expuesto, y atendiendo al objeto de estudio de nuestro trabajo,
es necesario también entender el concepto de posconflicto. La ONU (1992: 1), formuló los
elementos y sentó las bases conceptuales de lo que hoy conocemos como construcción de
paz para el posconflicto (peacebuilding)3, la cual consiste en las “acciones dirigidas a
identificar y apoyar estructuras tendientes a fortalecer y solidificar la paz para evitar una
recaída al conflicto”.
Aunque dar una definición exacta de posconflicto, que incluya todos los aspectos que están
involucrados es bastante dispendioso, se referencia lo planteado en el texto “Preparar el
futuro: Conflicto y posconflicto en Colombia”, el cual considera el posconflicto como el
periodo de tiempo que inicia con el cese de hostilidades entre las partes previamente
enfrentadas, pero la construcción de paz prepara el terreno desde mucho antes (Rettberg
2002). Asimismo, señala que la experiencia internacional indica que anticiparse a los temas
de los que una sociedad tendrá que enfrentarse en el posconflicto, presiona y precipita el fin

3

El término “peacebuilding” o construcción de paz surgió en la década de los 70 a través de la obra de Johan
Galtung quien propuso la creación de estructuras de construcción de paz para promover la sostenibilidad de la
misma, mediante el abordaje de las causas raíz de los conflictos violentos y apoyo a las capacidades endógenas
para la gestión de la paz y la resolución de conflictos. Desde entonces, el término Consolidación de la Paz
comprende un ejercicio multidimensional y acciones que van desde el desarme de los actores en conflicto hasta
la reconstrucción de las instituciones de la sociedad política, económica, judicial y civil.
http://www.un.org/en/peacebuilding/pbso/pbun.shtml
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del conflicto y sienta las bases para una paz duradera.
Molano-Rojas (2015), reconoce el enorme reto que supone para las sociedades, la
recomposición de su estructura política, económica y social ante el impacto de una
confrontación armada tan prolongada; esto supone un periodo crítico y vulnerable en el
sentido que sea posible, reconstruir la institucionalidad, restablecer la normalidad de la
convivencia, neutralizar las causas y orígenes del enfrentamiento armado, e impedir su
reactivación o transmutación. La experiencia internacional ha evidenciado casos de
resurgimiento del conflicto armado y nuevas formas de violencia, dentro de los primeros 5
años del posconflicto. Para Luttwak (1999), estos desafíos son más intensos cuando la
transición al posconflicto es producto de una negociación o diálogo entre las partes
enfrentadas, no de la victoria militar de una de ellas.
Luego de suscritos los acuerdos de paz, Molano-Rojas (2015) presenta la generalidad de los
periodos de posconflicto, encontrando tres factores fundamentales mientras se consolida la
transición. El primer factor, hace referencia a las expectativas por la terminación de la
confrontación armada, y la idea de que ésta traerá bonanza y prosperidad, las cuales además
son reforzadas por la tendencia a incorporar en los acuerdos de paz reformas que superan las
posibilidades reales. El segundo factor, indica la tolerancia a la frustración que caracteriza a
las sociedades en el posconflicto, frente a las expectativas descritas y a las dificultades
propias de la implementación de los acuerdos de paz. Y, el tercero, identifica la perturbación
producida por las distintas formas de reproducción o transmutación del conflicto, es decir
que la violencia continúa en otros escenarios, como en las pequeñas comunidades, o se
transforma en actividades puramente criminales.
1.1. LAS CAUSAS DE LOS CONFLICTOS SOCIALES
Las causas de los conflictos (para los casos de estudio de este trabajo) coinciden en varios
fenómenos. Fajardo (2014) en su estudio sobre los orígenes del conflicto social armado,
identifica etapas diferenciadas tanto en su intensidad como en la geografía; señala la
responsabilidad de los marcos políticos, así como otros procesos de carácter económico y
8

social, pero hace especial énfasis en la problemática agraria y de los conflictos que se originan
con el acceso y el uso de la tierra y los territorios.

Adicionalmente al problema del acceso a la tierra, los sistemas políticos son incapaces de
representar a la sociedad mediante mecanismos de participación y representación adecuados,
tienden a elaborar políticas públicas inconvenientes y poco incluyentes, generando abandono,
falta de presencia en la “periferia”4, corrupción y olvido; y de allí surge la inestabilidad y la
insurgencia.
Para los casos de Guatemala y El Salvador, se identifican causas adicionales a las anteriores
y tienen que ver con el amplio poder de las fuerzas militares, que en más de medio siglo de
la historia reciente de estos países, dominaron la política nacional, amenazaron la estabilidad
democrática y la participación civil, y fueron responsables de varios golpes de Estado,
violencia contra la población y corrupción política. Adicionalmente, la tenencia de la tierra
y de los factores de producción, pertenecían a elites civiles y grandes hacendados que
consolidaron formas de explotación rural, represión y violencia.
Por lo tanto, ante el fracaso del sistema político, los Estados no pueden cumplir con sus
obligaciones básicas de gobierno, lo que deriva en grupos vulnerables que tienden a no
interiorizar las normas y las reglas, haciendo que el monopolio coercitivo del Estado pierda
legitimidad. Estados históricamente débiles, tanto en términos fiscales, como en su capacidad
de regulación y de monopolio del uso de la fuerza, una lenta extensión de una ciudadanía
social que incorporase las mayorías en la toma de decisiones, y una élite con poca base social
que olvidó que su papel era dirigir una nación (PNUD, 2003), fueron los factores que
produjeron sociedades propensas al conflicto, al bloqueo y a la incapacidad de resolver
problemas colectivos por la vía de la negociación y el diálogo. Uno de los mecanismos más

4

Para el caso las palabras centro y periferia se utilizan como un recurso de descripción y no pretende generar
interpretaciones dualistas. Como referencia geográfica, política y cultura, la periferia se refiere a regiones
aisladas, menos pobladas, distanciadas de los mercados, con poco poder político y frecuentemente olvidadas y
discriminadas por el centro. (PNUD, 2003)
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importantes de avance social son los conflictos frente a estructuras injustas, lo que indica su
importancia como instrumento de transformación social.
1.2. UN ACERCAMIENTO AL CONCEPTO DE PAZ
Hablar de paz en Colombia se ha vuelto cotidiano y familiar, sin embargo, no todo el mundo
entiende el concepto de la misma manera, ya sea por las diferencias culturales, por el
escenario desde donde se analice o por las vivencias propias, lo cual hace complejo llegar a
un consenso sobre un concepto definitivo y universal.
Guerrero (2011: 112) plantea que “comúnmente los individuos suelen interpretar la paz en
función de las situaciones particulares que experimentan. Así, la paz puede ser identificada
con el silencio, la tranquilidad, la equidad, el orden o la seguridad. Es precisamente esta
tendencia a identificar la paz con un sinnúmero de hechos y escenarios diferentes, lo que
dificulta en gran medida el consenso frente a la construcción de un concepto inequívoco”.
Por otra parte, Johan Galtung en su entrevista para el Deutsche Welle (2010) resume el
concepto de paz en “paz negativa” y “paz positiva”. “La paz negativa es la ausencia de un
enfrentamiento violento y el mecanismo para alcanzar esa meta es la solución de los
conflictos existentes. La paz positiva es otra cosa, es la generación de una relación
armoniosa y ella se consigue cuando dos o más entidades en conflicto emprenden proyectos
juntos y los beneficios que genera ese proyecto son repartidos equitativamente. No iguales
matemáticamente, pero es importante que no haya desigualdades flagrantes entre las
partes”. (Deutsche Welle. 20 de septiembre de 2010)
Guerrero (2011) explica la paz negativa como la ausencia de violencia, ausencia de guerra o
ausencia de caos, perspectiva que hace de la guerra y el conflicto, la negación de una sociedad
en paz. Desde este enfoque, la paz significa no daño, no violencia, no conflicto, no ataque,
haciendo que el concepto sea restrictivo y gire en torno a la ausencia de otros fenómenos
(daño, violencia, guerra, conflicto) teniendo como implícita la obligación de “no hacer”,
haciendo de la paz un concepto falto de autonomía, pasivo y condicionado.
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Galtung (2003) amplía su concepto de “paz positiva”, como el cambio fundamental en las
condiciones estructurales de vida de las personas como condición para una vida realmente en
paz. En esos términos, la paz no sólo se entiende como ausencia de violencia, sino como el
resultado de la mejora estructural de las formas de vida de toda la sociedad, el bienestar tanto
individual como colectivo. Guerrero (2011: 115) por su parte afirma, que “el concepto de paz
positiva no es viable sin las condiciones de equidad que permitan la eliminación de las
estructuras sociales que apropian la desigualdad como modelo de organización”.
De tal forma, el concepto de paz visto desde la individualidad o la colectividad, desde lo
positivo o lo negativo, debe ser analizado considerando condiciones de equidad y mejoras
continuas de las formas de vida de toda la sociedad.
1.3. PROCESO DE PAZ
Vicenç Fisas (2010: 4) define un proceso de paz como un “esfuerzo para lograr un acuerdo
que ponga fin a la violencia, así como para implementarlo mediante negociaciones que
pueden requerir la mediación de terceros”. Con esta definición se rescatan dos aspectos
importantes: primero; que el proceso responde a una serie de etapas distribuidas en el tiempo
y en las que intervienen una diversidad de actores, quienes, a través de un esfuerzo colectivo,
buscan alcanzar acuerdos que permitirán acabar o cambiar una situación dominada por la
violencia y el enfrentamiento armado, para dar paso a una nueva etapa de progreso y
desarrollo, que permita superar tanto la violencia como las causas que propiciaron el
surgimiento del conflicto. Segundo, que el proceso de paz trasciende la negociación y la
mediación y se enfoca también a la verificación y cumplimiento de los acuerdos que surjan
de estas etapas. Así pues, el proceso es un punto de partida de siguientes etapas decisivas en
las que se verá si “realmente el cese de la violencia es capaz de generar una nueva situación
de paz positiva, entendida ésta como prosperidad, armonía, desarrollo humano, crecimiento
personal y justicia social entre otros aspectos” (Fisas, 2010: 10).
Un breve repaso a los conflictos presentes en el mundo, ha permitido identificar al menos
cinco principales modelos de procesos de paz; esta identificación se hace partiendo desde la
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naturaleza misma de demanda que subyace en cada uno de los conflictos. Encontramos
entonces los modelos de reinserción, de reparto del poder, de intercambio, de medidas de
confianza y de autogobierno (Fisas, 2010: 11).
De la experiencia se han identificado estadios y acciones que permiten clarificar etapas
generales en un proceso de paz. Todo proceso de paz inicia con una etapa de pre negociación
o fase exploratoria en la que aquellos que intervienen en esta fase verifican el convencimiento
y voluntad de las partes para iniciar un proceso de negociación en el que tendrán que ceder
en sus intereses y posiciones. También se establecen términos y mecanismos de seguridad
para los negociadores, se clarifican los aspectos conflictivos del desacuerdo básico o las
incompatibilidades fundamentales. En esta etapa también se acuerda el rol que pueden jugar
agentes externos y se acaba reconociendo a la contraparte asignándole la legitimidad
necesaria para que pueda intermediar y negociar.
Una vez realizado el trabajo exploratorio, es posible llegar a un acuerdo sobre lo que hay que
acordar. La suma de estos anteriores pasos es definida como la hoja de ruta o marco inicial
de acciones que busca alcanzar un buen término de la etapa siguiente: la negociación. Una
vez iniciada esta etapa, las partes en conflicto deben tener la certeza que los interlocutores
son válidos, legítimos y se encuentran en capacidad de tomar decisiones, y en caso de avanzar
positivamente en puntos que requieren atención al detalle, será posible llegar a acuerdos de
implementación, a encontrar la forma en la que se verifican los acuerdos y cómo solucionar
dificultades que puedan surgir en etapas posteriores.
1.4. ACTORES DEL PROCESO DE PAZ
Es natural que en todo proceso de paz intervengan múltiples actores, los cuales deben tener
sus roles diferenciados. Dentro de estos, se identifican como actores primarios el Gobierno y
los grupos armados. Fisas (2010), representa en una pirámide el tipo de actores que se pueden
ver en un proceso de paz.
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Figura 1. Actores del proceso de paz

Fuente: Fisas, V (2010). ¡Alto el Fuego! Manual de procesos de paz.
En la parte superior de la pirámide, se ubican los actores y facilitadores formales, los más
visibles, la cara del acuerdo, se ubica en este espacio el Consejo de Seguridad de las Naciones
Unidas, para los casos en los que esta haya incluido el conflicto en su agenda.
En el segundo plano, se encuentran los actores como los países que acompañan el proceso,
las diplomacias de apoyo (en lo político, en lo económico y, a veces, en lo militar si hay
verificación), los medios de comunicación, las iglesias, los organismos de Naciones Unidas,
las entidades de apoyo, los centros especializados en resolución y mediación de conflictos,
etc. (Fisas, 2010). En la parte inferior, la base de la pirámide se ubica los movimientos
sociales, las organizaciones cívicas que sustentan todo el proceso y las ONG.
En diferentes fases del proceso, también se tiene la participación de la sociedad civil en los
procesos de paz, pero se ubican en el nivel que corresponde a la primera y última etapa, las
cuales se refieren a la prevención y al pos acuerdo o implementación, mientras que la
diplomacia paralela tiene su rol en la fase de pre negociación. La diplomacia oficial actúa en
todas las fases. (Fisas, 2010)
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Figura 2. Niveles de participación en los procesos de paz

Fuente: Fisas, V (2010). ¡Alto el Fuego! Manual de procesos de paz.
Adicionalmente, el conjunto de procesos de paz que se han adelantado en los últimos 30 años
permiten identificar otras características adicionales a las anteriormente descritas. La
temporalidad es una de ellas. Fisas (2010) rescata que pocos procesos de paz se producen en
cortos periodos de tiempo, y que de los contactos exploratorios hasta la firma de un acuerdo
final transcurre bastante tiempo y, entre este, toda suerte de situaciones que lo pondrán en
riesgo.
La diversidad de factores de riesgo es otra característica a resaltar, pues debido a la diversidad
de contextos, objetivos en disputa, duración del conflicto, entre otras, pueden surgir un
sinnúmero de dificultades como la falta de confianza entre las partes, las divisiones y
disidencias en los grupos que entran en negociación, generación de expectativas no
razonables del proceso, incumplimientos de alto al fuego y hostilidades, falta de apoyo
externo entre otras. Así pues, la negociación en un proceso de paz requiere también de una
cierta dosis de flexibilidad, especialmente para afrontar cuestiones imprevisibles.
Y, finalmente, el carácter incluyente es otra importante característica; son pocas las
situaciones en que los esfuerzos por resolver un conflicto armado involucran solamente a las
partes en disputa. La mayoría de las veces los procesos de paz se realizan con el apoyo de
terceras partes con el fin de facilitar el camino de diálogo y promover la consecución y
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verificación de acuerdos (Guerrero, 2011).
Este factor incluyente trae a la discusión un elemento clave presente en un proceso de paz: la
mediación; concepto que también ha sufrido de imprecisión pero que, tras un breve recorrido
teórico, y el análisis de casos particulares, permite el rescate de varias características que lo
permiten definir. Young Oran (1967: 34) define la mediación como “las acciones tomadas
por un tercero que no hace parte directa en la crisis y que están dirigidas a reducir o resolver
problemas que dificultan una negociación directa”. Bajo esta misma línea Mitchell (1981:
287) define la mediación como una “actividad de intermediación realizada por una tercera
parte con la intención de alcanzar un compromiso sobre los asuntos que disputan las partes
o, al menos, de finalizar la conducta conflictiva”.
Moore en este mismo sentido considera a la mediación como:
“una extensión y elaboración del proceso de negociación5. La mediación comprende
la intervención de una tercera parte neutral, imparcial y aceptada que no tiene poder
de decisión sobre las partes contendientes para imponer un acuerdo mutuamente
aceptable por éstas”. (Moore, 1986.:6)
Por su parte, Folberg y Taylor (1984) plantean que en la mediación existe la asistencia de un
tercero neutral, quien, sin tener intereses claros en la disputa, está en capacidad de aislar los
puntos en disputa y busca llegar a un acuerdo consensuado que responda a las necesidades
de las partes en conflicto.
Lo anterior demuestra, que estos conceptos tienen en común la participación de un tercero
neutral que por su experiencia y contacto con las partes en conflicto es capaz de facilitar el
acercamiento y el entendimiento de las partes enfrentadas, con el objetivo de construir el
camino que conduzca a un acuerdo consensuado y definitivo sobre los puntos que generan
5

En términos generales, se ha considerado a la mediación como un punto de la negociación en la que el factor
diferenciador es la presencia o acción de un tercero neutral. Por esto, la mediación comparte con la negociación
buena parte de los procesos, variables y dinámicas que se desatan cuando ambos tipos de técnicas de resolución
pacífica de los conflictos se ponen en marcha. (Harto de Vera, 2012)
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discordia. Adicionalmente, la mediación se entiende como herramienta pacífica en la que se
entiende una decisión libre de las partes hacer del papel neutral del mediador, el instrumento
que genere confianza, facilite la comunicación, y permita entendimientos.
La principal razón para pensar en un tercero como alternativa mediadora, nace de la
incapacidad de las partes de afrontar por sí mismas un proceso de acercamiento y diálogo,
no sólo por la incompatibilidad de intereses en juego sino, principalmente, debido al deterioro
de la confianza y al desequilibrio de poder existente entre las partes. En ese sentido el actor
mediador surge como un punto de equilibrio necesario para viabilizar el proceso de
negociación. (Guerrero. 2011)
1.5. NECESIDAD DE LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL
La complejidad y las problemáticas actuales obligan a desarrollar procesos de colaboración
que permitan elaborar herramientas y métodos de trabajo sólidos que ayuden a superar las
dificultades más apremiantes de la sociedad. En ese contexto, la cooperación internacional
parece ser uno de los instrumentos con que es posible mejorar las relaciones internacionales
existentes y conseguir las sinergias necesarias para una efectiva optimización de los esfuerzos
multilaterales. No obstante, la cooperación no puede consistir única y exclusivamente en una
relación unilateral en la que las economías con mayores capacidades económicas se limiten
a trasladar sus potenciales humanos y económicos a las regiones más desfavorecidas.
El alto nivel de interdependencia de los países en el mundo ha resaltado el papel de la
cooperación internacional en varios aspectos que buscan erradicar graves problemas como la
pobreza extrema, las enfermedades, la violencia, el conflicto, por mencionar algunos. Estos
problemas han llevado a aquellos países más desarrollados a buscar formas de ayuda a los
más atrasados. Las razones pueden encontrarse en motivos altruistas y morales o en otros
más pragmáticos o interesados, pero lo cierto es que la ayuda es una realidad y su
estructuración se llama Cooperación al Desarrollo (Recio, 1996)
Asimismo, es necesario tener en cuenta que ahora los problemas que aquejan a los países ya
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no son problemas aislados; estos deben considerarse como temas que afectan el entorno
regional y mundial. Esta, es razón suficiente para que la cooperación internacional sea un
instrumento muy importante de apalancamiento conjunto de acciones para la solución de
muchos problemas.
Por esto, la cooperación internacional constituye un punto muy importante en las relaciones
con el exterior, además de ser un instrumento complementario fundamental a las acciones
que realizan los gobiernos para superar sus dificultades socioeconómicas, entre ellas,
concretamente refiriéndonos a esta investigación, para superar el conflicto y generar
condiciones estructurales que permitan al país que el conflicto no resurja.
1.6

ROL

DE

COOPERACIÓN

INTERNACIONAL

ORIENTADA

A

LA

PACIFICACIÓN Y RECONSTRUCCIÓN.
El rol de la Cooperación Internacional en escenarios de búsqueda de la paz, se centra en dos
estadios: el primero de ellos como soporte para el inicio y buen transcurrir de los diálogos de
paz (la búsqueda de escenarios para el diálogo de las partes, la influencia política para el
cumplimiento de los acuerdos, apoyo técnico y financiero para la logística de los diálogos de
paz); y, el segundo, como apoyo a la creación de medidas orientadas a reducir los riesgos de
recaer en el conflicto armado, en el fortalecimiento de las capacidades nacionales para la
reconciliación, en el diseño e implementación de políticas públicas diseñadas a lograr
mayores y más equitativos niveles de desarrollo (Azpuru, 2007).
La promoción para la búsqueda y la construcción de la paz es promovida por una gran
diversidad de organismos internacionales que divergen tanto en sus prioridades y en sus
interpretaciones sobre la paz, como en la priorización de tareas, disponibilidad de recursos y
en cuáles escenarios políticos ejercer presión. Así las cosas, es vago el acuerdo acerca de los
contenidos que deben tener las estrategias en cada contexto. Rettberg (2012) hace un intento
por categorizar los principales elementos de la construcción de paz en las agendas de las
instituciones en el ámbito mundial, pudiendo identificar ocho categorías generales: 1)
disminución o fin de la violencia, 2) reconstrucción de la infraestructura, 3) transición
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política, 4) desarrollo económico, 5) reformas sociales, 6) Estado de derecho, 7)
fortalecimiento de la sociedad civil y, 8) acción humanitaria.
Borda y Poveda (2015) encuentran en estas categorías un dilema para la participación
internacional en escenarios de construcción de paz debido a la diversidad y multiplicidad de
actores que pueden participar, y la ausencia de mecanismos de articulación y coordinación
por parte de los países receptores. Además de la diversidad de actores internos que no deben
ser excluidos de un proceso de paz, los actores externos incluyen actores estatales, no
estatales y privados; cada uno de ellos con intereses distintos, niveles complejos de
interdependencia y autonomía que hacen aún más complicada su coordinación. (Chetail,
2009).
Pero también hay factores adicionales que es necesario poner en la discusión sobre el papel
de la cooperación internacional: uno de ellos, de carácter conceptual, se refiere a la tensión
que nace de la cooperación internacional y el Estado que posee el fenómeno del conflicto.
Esta tensión reside en el principio de la soberanía nacional, que puede ser transgredido o
vulnerado por la participación de la intervención internacional. De allí surgen para la
discusión temas como Responsibility to protect (R2P) 6
El patrón usual de conducta de las instituciones de cooperación internacional ha sido en la
generalidad, el de privilegiar su acción y sus intereses a través de las instituciones formales
nacionales; este fenómeno debe evitarse ya que los actores principales en el posconflicto y la

6

Uno de los temas más controversiales en la coyuntura de las relaciones internacionales tiene que ver con la
responsabilidad y el papel de los Estados con la protección de las personas en riesgo de ser víctimas del
terrorismo y otras formas de violencia. La creación de la International Commission on Intervention and State
Sovereingty – ICISS (2001) buscó generar un consenso teórico, político, legal, moral y operacional sobre los
alcances de la intervención – particularmente militar – de los Estados cuando se clama por urgentes
intervenciones para evitar violaciones a los derechos humanos.
Una definición amplia de Responsibility to protect (R2P) trata sobre la idea que los Estados soberanos tienen
la responsabilidad de proteger a sus ciudadanos para evitar catástrofes – desde asesinatos, violaciones y
hambrunas -, pero, cuando estos Estados son incapaces de cumplir esta responsabilidad, debe ser asumida por
un más amplio grupo de la comunidad de los Estados. También se conoce como derecho a la intervención
humanitaria. (ICISS, 2001)
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construcción de paz siempre serán nacionales, eso incluye a la sociedad civil, empresarios,
miembros de la fuerza pública, víctimas, entre otros. Las soluciones para la superación del
conflicto deben encontrarse desde adentro.
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CAPÍTULO 2.

GUATEMALA Y EL SALVADOR: CONFLICTO, NEGOCIACIÓN Y
PARTICIPACIÓN DE LA COMUNIDAD INTERNACIONAL

2.1

EL SALVADOR.
2.1.1 GUERRA Y PROCESO POLÍTICO

La historia política reciente de El Salvador se da con la crisis de 1930, y sus efectos son
derivados de la gran depresión de la economía mundial. Consecutivos y poco duraderos
gobiernos militares impidieron institucionalizar un sistema legítimo de partidos políticos; y
la dictadura militar del General Maximiliano Hernández Martínez (1931-1944) sentó las
bases para el establecimiento de un régimen político de corte autoritario y militar, basado en
una alianza entre el sector militar y los grupos oligárquicos. A partir de ese momento, y
durante las siguientes décadas, los gobiernos militares recurrieron a elecciones con el fin de
crear una imagen de legitimidad democrática.
El periodo más reciente de la historia de El Salvador (1931 - 1980) se caracterizó, en el
terreno político por tener un carácter inflexible y excluyente; numerosos y evidentes fraudes
electorales, descrédito en las instituciones políticas, un prolongado predominio militar que
utilizaba la represión sobre los ciudadanos, sumado a un inoperante y poco confiable aparato
judicial; y en el ámbito socioeconómico por un estado de pobreza de la mayoría de la
población, amplias desigualdades en la distribución de la riqueza, alta concentración en la
tenencia de la tierra y, por último, el deterioro de los salarios mínimos.
La gran cantidad de situaciones políticas y económicas descritas anteriormente y que fueron
propensas a crear y reforzar conflictos, produjeron en El Salvador una serie de violentas
reacciones que fueron ganando amplia aceptación en la sociedad salvadoreña; esto debido a
que no se vislumbró una posibilidad de transformación social por la vía de la legalidad. Como
lo expresa un antiguo líder de la insurgencia “La ideología cerrada e inapelable de la
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dominación, abrió espacio a la ideología (también cerrada) de la revolución” (Samayoa,
2002).
Solo hasta el golpe de Estado del 15 de Octubre de 19797, se marca una oportunidad para
iniciar un proceso de democratización y reformas socioeconómicas profundas, donde se
expresa el quiebre del régimen militar autoritario que prevalecía. A partir de allí se presenta
un proceso de unificación de las fuerzas políticas y un proceso de unificación de las distintas
organizaciones guerrilleras (Córdoba, 2007).
Las fuerzas políticas se consolidan por el pacto entre la Fuerza Armada y el Partido
Demócrata Cristiano (PDC); alianza que cuenta con el apoyo del gobierno norteamericano y
la iniciativa privada. A su vez, las organizaciones guerrilleras se agrupan en la creación del
Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional (FMLN), agrupación que cuenta con el
apoyo de organizaciones no armadas agrupadas por el Frente Democrático Revolucionario
(FDR). Esta alianza entre el FMLN – FDR lanza el 10 de enero de 1981 una ofensiva militar
generalizada conocida como “La ofensiva Final” la cual es considerada como la que marca
el inicio de la guerra civil.
Es así como la década de los ochenta se constituye en un escenario clave para El Salvador
donde se llevan a cabo grandes transformaciones económicas, sociales y políticas. El inicio
y desarrollo de la guerra interna, las migraciones internas y externas, el agotamiento del
modelo agro y la recomposición de las fuerzas políticas son partes claves de la
transformación de la sociedad salvadoreña en ese periodo. Adicional a esto, el escenario de
los proyectos políticos en disputa era bastante claro y la confrontación militar muy intensa,
situación que fue creando la necesidad de ensayar caminos de solución no armada.

7

Golpe de Estado liderado por el movimiento de la Juventud Militar que derrocó al presidente salvadoreño, el
general Carlos Humberto Romero (1977-1979), y que puso punto final a 17 años de gobierno del Partido de
Conciliación Nacional (PCN). El presidente Romero, en los dos años y medio de su mandato había enfrentado
con una escalada represiva el creciente movimiento revolucionario.
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2.1.2 LAS NEGOCIACIONES DE PAZ
Luego de 12 años de guerra civil, la firma del Acuerdo de Paz, dada el 16 de enero de 1992
se constituye como el momento más importante de la segunda mitad del siglo XX en el
proceso político de El Salvador. El carácter doméstico de este conflicto tuvo un peso
importante en el alcance de la solución negociada, debido a un “equilibrio militar de carácter
estratégico, en el que ninguno de los bandos tenía la capacidad de dar derrota militar al
contrario (…) los principales actores carecían del suficiente poder para imponerse (…).
Debido principalmente a la imposibilidad de una victoria militar, es que el eje del conflicto
se traslada al escenario político.” (Córdova, 1993: 16).
El proceso de negociación se divide en dos periodos, estos diferenciados por el tiempo que
tomó cada etapa y por los resultados obtenidos en el avance de las mismas. Una primera fase
de diálogo sin negociación, comprendida entre los años 1984 y 1989, no logró acuerdos
formales que llevaran al fin del conflicto. De hecho, todas las iniciativas de acercamiento al
diálogo estuvieron marcadas por grandes argumentos ideológicos y consideraciones jurídicas
que no permitieron avances significativos. Por un lado, en FMLN – FDR demandaba
participación en el poder y la creación de un gobierno provisional; y, por otro lado, el
gobierno y los militares demandaban que la guerrilla dejara las armas, acatara el
ordenamiento jurídico vigente y se incorporara al proceso democrático. Todo esto puso
obstáculos insuperables a cada una de las partes y por ello los resultados en la negociación
fueron limitados.8
En el año 1989 un hecho importante marca un punto de inflexión en la negociación: la
ofensiva militar que lanza el FMLN en noviembre de ese año sirvió para superar el
estancamiento en el que se encontraba el proceso de negociación. Esto porque esta ofensiva
fue la más grande y representativa en 10 años de guerra y demostró que el ejército no ganaba
8

Si bien se presentaron avances poco significativos en la negociación, se reconocen dos hechos importantes en
esta primera fase del proceso. Una es el reconocimiento de la legitimidad del movimiento revolucionario como
parte beligerante y como interlocutor para buscar una salida política al conflicto y la otra es la gestión de actores
regionales que lograron hacer que las partes acordaran los mínimos de procedimiento para los diálogos.
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la guerra; y a su vez, logró hacer que el gobierno se sentara a negociar, dada la evidencia de
sus pocas posibilidades de obtener una victoria militar. Semanas después, tanto
representantes del FMLN y los presidentes centroamericanos, solicitaron a Naciones Unidas,
mediante la declaración de Costa del Sol (diciembre de 1989), que realizara las acciones
necesarias para reiniciar el diálogo de las partes, lo que daría inicio a la fase de negociación
como tal.
En la segunda fase de negociación (1990–1992) se generan los acuerdos necesarios para
garantizar la firma de la paz y el inicio del proceso de pacificación. Dos escenarios
coyunturales permitieron abrir los espacios necesarios para discutir los enfoques y las aristas
para el logro de la paz: primero, la nueva dinámica internacional que vivió el fin de la guerra
fría; y, segundo, la dinámica nacional que tuvo el ascenso de la Alianza Republicana
Nacionalista – ARENA – y la ofensiva guerrillera del FMLN del año 1989 que evidenció la
imposibilidad de una solución militar al conflicto. Estos dos escenarios facilitan que la
Organización de las Naciones Unidas – ONU – participe como ente mediador y facilitador
entre las partes para que los diálogos fueran más dinámicos y productivos en sus resultados.
Es importante detallar con la profundidad que requiere este estudio, cuatro momentos
importantes de esta segunda fase de negociación (1990-1992) ya que, en su desarrollo, la
comunidad internacional jugó un papel muy importante como facilitador, verificador y
vigilante del cumplimiento de los acuerdos firmados el 16 de enero de 1992 en Ciudad de
México.
En un primer momento (abril-octubre 1990), mediante el Acuerdo de Ginebra, las partes
acuerdan y se comprometen a realizar el proceso de negociación bajo la intermediación y
garantía del Secretario General de las Naciones Unidas de forma ininterrumpida. Así, el papel
que juega la ONU en el proceso va en dos direcciones; una, para apoyar un esfuerzo
internacional conjunto que facilite la solución del conflicto9 y dos, por su misión de
9

Ese apoyo se lograría por el grupo de amigos del Secretario General, integrado por México, Colombia, España
y Venezuela.
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intermediación, facilita las condiciones para el diálogo, aporta asesoría técnica y verifica los
acuerdos alcanzados a través de la misión ONUSAL10.
En su segundo momento de negociaciones (octubre 1990-1991), se mantuvo la distancia de
las opciones sobre el tema de las fuerzas armadas; mientras que la posición del gobierno era
mantenerlas, el FMLN exigía una reestructuración y depuración de las mismas, hasta su
desaparición gradual. Se realizaron elecciones legislativas que permitieron que el FMLN
lanzara una serie de propuestas que ponían en la discusión temas de suma importancia para
el país. Es en esta fase dónde se firma el Acuerdo de México sobre Reformas
Constitucionales, donde se limita el poder de la Fuerza Armada y se imponen cambios en el
sistema electoral y judicial.
Una vez alcanzados los acuerdos sobre temas constitucionales, el tercer momento de
negociaciones (septiembre 1991) se caracterizó por sus pocos resultados, producto de las
duras posiciones de las partes en temas del cese al fuego, y de nuevo la reforma de la Fuerza
Armada. Es allí cuando se ve necesaria la participación personal del entonces Secretario
General de Naciones Unidas, Javier Pérez de Cuéllar para reunir a las partes a reanudar la
senda de la negociación. Aquí se propone la creación de la Comisión Nacional para la
Consolidación de la Paz – COPAZ – donde quedan sometidos a supervisión, todos los
acuerdos políticos alcanzados por las partes.
El cuarto momento (septiembre 1991 – enero 1992), la recta final de la negociación, se vio
marcado por importantes acuerdos sobre sistema educativo, suspensión de reclutamiento
forzoso, verificación internacional, entre otros; en torno al fin del enfrentamiento no hubo un
acuerdo definitivo, pero era evidente la necesidad de discutir medidas orientadas al
desescalamiento del conflicto y reducción de la violencia.

10

Esta misión fue concebida para la verificación del compromiso de las partes de garantizar el respeto a los
derechos humanos. ONUSAL, permitió tanto reducir los problemas más graves de violaciones a los derechos
humanos por parte del Estado Salvadoreño y la guerrilla, como humanizar el conflicto. Así se fueron
desmontando las estructuras de terror y se dio paso a un proceso democrático y pacificador (IDHUCA, 1990).
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El 2 de diciembre de 1991, Estados Unidos y la Unión Soviética emiten una declaración en
la que invitan a las partes a lograr el cese al fuego11, sumado a una fuerte campaña
internacional del “Grupo de Amigos”, para que las partes lograran armonizar sus posiciones.
Una semana después, el Secretario General de las Naciones Unidas propone trasladar las
negociaciones a Nueva York, con el fin de finalizar el conflicto; allí, el 31 de diciembre, se
firma el “Acta de Nueva York I” donde se establece el cese al fuego definitivo a partir del 1
de febrero.
Finalmente, el 13 de enero de 1992, mediante el “Acta de Nueva York II”, se alcanzan los
acuerdos pendientes y queda listo el camino para la firma del acuerdo de paz en la Ciudad de
México el 16 de enero de 1992. Este acuerdo de paz, es el resultado detallado de los anteriores
acuerdos y cuyo objetivo global, detallado desde el inicio de las negociaciones (Acuerdo de
Ginebra) era “terminar el conflicto armado por la vía política al más corto plazo posible,
impulsar la democratización del país, garantizar el respeto a los derechos humanos y
reunificar a la sociedad salvadoreña” (Asamblea Legislativa Republica de El Salvador,
1992).
El anterior esbozo de las generalidades en las negociaciones de paz en El Salvador muestra
la complejidad del proceso. Los obstáculos que se presentaron tienen que ver con la
naturaleza del conflicto; primero, la existencia de dos fuerzas beligerantes, dos proyectos
políticos con sus respectivas alianzas que se enfrentaban tanto en el terreno político como
militar, condicionó la forma de solución del conflicto a la correlación de fuerzas en lo interno
y en lo internacional. Segundo, la falta de voluntad política del gobierno norteamericano para
impulsar una negociación real12, debido a que desde su perspectiva, el diálogo y la

11

Esta declaración aparece en un momento en el que las conversaciones para una solución pacífica a los 11
años de enfrentamientos armados atraviesan un periodo de estancamiento en las negociaciones auspiciadas por
las Naciones Unidas.
12

En la administración Reagan (1981 – 1989), la negociación estaba condicionada a la derrota del movimiento
guerrillero; entendiendo derrota no como el aniquilamiento, sino como lograr por la vía armada la renuncia a la
causa guerrillera y su objetivo de lucha, llevándola así a reconocer que la toma del poder es imposible. Esta
perspectiva del gobierno norteamericano desconocía que la guerrilla estaba lejos de ser derrotada, lo que generó
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negociación deben cumplir objetivos políticos y geoestratégicos de corto plazo.
2.1.3 PARTICIPACIÓN DE LA COMUNIDAD INTERNACIONAL
El proceso de paz y de implementación de los acuerdos en El Salvador es considerado en el
léxico de las Naciones Unidas como un proceso de paz de segunda generación, en el cual,
actores internacionales se comprometieron con operaciones de paz en varios niveles que van
más allá de la verificación del cese al fuego y mantenimiento de paz13. En este proceso hubo
varios actores internacionales involucrados en el proceso de negociación e implementación
de los acuerdos de paz; entre ellos, los más relevantes fueron Naciones Unidas, el Grupo de
Contadora, los presidentes centroamericanos y Estados Unidos como actor bilateral.
Los primeros acercamientos de la comunidad internacional, en los conflictos
centroamericanos fue en 1983, donde se llevó a cabo un esfuerzo latinoamericano, por parte
de Colombia, México, Panamá y Venezuela, conocido como el Grupo de Contadora, con el
objetivo de promover conjuntamente la paz en Centroamérica, y contribuir a la solución
política de la crisis regional promoviendo la democracia en Centroamérica. Este grupo sentó
los fundamentos para que emergiera en los años siguientes el Acuerdo de Paz de Esquipulas
I, el 25 de mayo de 1986, entre los presidentes centroamericanos de Costa Rica, Nicaragua,
El Salvador, Honduras y Guatemala, donde los mandatarios acordaron, "Su voluntad de
firmar el «Acta de Contadora para la Paz y la Cooperación en Centroamérica», asumiendo
el pleno cumplimiento con la totalidad de los compromisos y procedimientos en ella
contenidos." En 1987, firmaron el Acuerdo de Esquipulas II, en el cual se establecieron los
mecanismos para alcanzar la pacificación y la reconciliación de Centroamérica por medios

muchos obstáculos en la negociación.
13

Un proceso de paz de primera generación comprende las operaciones tradicionales, con una composición y
funciones esencialmente militares, destinadas a asegurar la paz en el campo de batalla, para mantener las
condiciones que permitan a los negociadores llegar a un ajuste o a un arreglo de la controversia. Consultado en
https://www.icrc.org/spa/resources/documents/misc/5tdlhv.htm
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políticos. (Blanco, Zapata, 2007)
La mediación de las Naciones Unidas fue fundamental para el avance y cierre exitoso de las
negociaciones de paz; durante el conflicto salvadoreño se evidenció la dificultad para
resolver el conflicto por la vía militar, lo que abrió el escenario del diálogo político como la
única y mejor alternativa viable para lograr la paz. En ese contexto es difícil imaginar que el
conflicto salvadoreño fuera resuelto por la vía de la negociación sin la intervención directa y
activa de las Naciones Unidas.
A través del mediador designado por Naciones Unidas (Álvaro de Soto) se logró facilitar el
diálogo y la ayuda para superar los impasses en la negociación, brindar asesoría técnica y
verificar los acuerdos parciales sobre los que la negociación avanzaba; fue allí durante la fase
de verificación, que la participación de Naciones Unidas se hace crucial por dos momentos
importantes. El primero se da durante la cuarta reunión de negociación realizada en Costa
Rica (Julio de 1990) donde se acuerda crear una misión de verificación de la situación de
derechos humanos, bajo la firma del Acuerdo de San José sobre derechos humanos.14 El
segundo momento, también auspiciado por el apoyo de Naciones Unidas se da con la creación
(Mayo de 1991) de la Misión de Observadores de las Naciones Unidas en El Salvador
(ONUSAL). De esta forma, la presencia internacional ejercía presión y verificación tanto de
las negociaciones como de los acuerdos alcanzados por las partes. La integración de Naciones
Unidas contribuyó a la apertura de espacios de expresión y visibilidad de los movimientos
sociales salvadoreños para el fomento de la concertación social y la participación en las
decisiones que se tomarían en el futuro.
Otro factor determinante en la apertura democrática de El Salvador fue el cambio de curso
de la política exterior de los Estados Unidos. Durante la administración Carter se daría énfasis
al respecto por los derechos humanos y su paulatina disminución al apoyo de los gobiernos

14

La firma del Acuerdo de San José permitiría reducir y eliminar en gran parte las violaciones de los derechos
humanos, lo cual generó avances significativos en la confianza entre las partes y resultados concretos en las
negociaciones.
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militares autoritarios y represivos; este cambio fue impactante para un régimen militar
dependiente del apoyo de las anteriores administraciones norteamericanas. En este contexto
se dio paso al apoyo de la democracia como alternativa a los movimientos guerrilleros,
prioridad que se materializaría a finales de los años ochenta con los programas formales de
ayuda a la democracia, de forma paralela a la asistencia militar.
A nivel subregional, la victoria de la Revolución Sandinista en Nicaragua influyó en la
liberalización política de El Salvador, y abrió la puerta para el fortalecimiento de los
movimientos guerrilleros que recibirían apoyo de Cuba y Nicaragua y a su vez debilitaría los
gobiernos militares como modelo político y de gobierno. En este mismo nivel regional, se
rescata la importancia del grupo de Contadora (Colombia, México, Panamá y Venezuela)
para que las partes buscaran una salida política al conflicto y encontraran el camino hacia la
liberalización y la transición a la democracia.
2.2

GUATEMALA

2.2.1 GUERRA Y PROCESO POLÍTICO
La guerra civil de Guatemala se desarrolló entre 1960 y 1996. En 1996 se firmaron los
acuerdos de paz en Guatemala, después de 36 años de guerra civil, 12 presidentes, más de
200.000 personas asesinadas, más de 600 masacres documentadas en memos y cartas, 45.000
personas desaparecidas, 400 aldeas destruidas y un millón de personas obligadas a
desplazarse de sus hogares (Comisión para el Esclarecimiento Histórico, 1999).
Fue a partir de los años sesenta que dio inicio el conflicto armado entre el gobierno y los
movimientos guerrilleros de izquierda, organizados por la rebelión militar. El conflicto
empezó el 13 de noviembre de 1960, cuando un grupo de militares jóvenes intentaron sin
éxito derrocar al presidente Miguel Ydígoras Fuentes, quien “fue deteriorándose
paulatinamente por la corrupción de los altos funcionarios y la ineficacia administrativa,
así como el aumento de la represión contra los opositores de derecha e izquierda…”
(Comisión para el Esclarecimiento Histórico, 1999: 161). Los militares que no aceptaron el
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indulto que les ofreció el gobierno formaron en 1962 el grupo guerrillero Movimiento
Revolucionario 13 de noviembre (MR-13), apoyado por miembros del Partido Guatemalteco
del Trabajo (PGT) y del Partido Comunista. De esa alianza nacieron las Fuerzas Armadas
Rebeldes (FAR) en 1963 y, a finales de los setenta, la guerrilla se reorganizó bajo el nombre
de Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca (URNG).
A raíz de esto, una política contrainsurgente fue establecida en Guatemala con el objeto de
neutralizar y eliminar la amenaza de los movimientos guerrilleros surgidos tras el golpe de
Estado y la intervención militar en 1954, que marcó el inicio de un período de gobiernos
militares, elecciones fraudulentas y cierre del sistema político (Blanco, Zapata, 2007). A
partir de 1962, la dinámica contrarrevolucionaria encaminó al país hacia una profundización
del autoritarismo y de la exclusión histórica, recurrió a la militarización del Estado y a la
violación de los derechos humanos bajo la adopción de la Doctrina de Seguridad Nacional.
(Comisión para el Esclarecimiento Histórico, 1999).
En 1963, es derrocado Ydígoras tras un golpe de estado por su Ministro de Defensa Coronel
Enrique Peralta quien asumió el control absoluto del Estado hasta 1966. Peralta suspendió la
Constitución, disolvió la Asamblea, prohibió la actividad política, declaró ilegal al Partido
Comunista e implantó así, una dictadura militar. Las circunstancias políticas del período
1963-1966 permiten considerar que el propósito del golpe de Estado fue el de establecer por
un largo plazo la presencia militar en el Ejecutivo, así como un sistema político conservador
y excluyente. Un régimen basado en el juego limitado de partidos políticos, cuyo
anticomunismo estuviese garantizado (Comisión para el Esclarecimiento Histórico, 1999).
El 6 de marzo de 1966, se convocó a elecciones para ratificar la legitimidad del Gobierno,
pero los militares no ganaron y se posesionó Julio César Méndez (1966 - 1970). El ejército
aceptó el resultado de las elecciones, pero condicionó al nuevo mandatario a través de un
pacto secreto donde entregaban el mando, pero los electos garantizarían las normas
constitucionales que prohibían el comunismo, la exclusión de comunistas del futuro gobierno
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y la continuidad de la lucha contrainsurgente bajo el mando exclusivo del Ejército (Gálvez,
2008)
Este gobierno, con una política contrainsurgente le dio entonces al ejército manos libres para
ejecutar un plan contra la guerrilla. Se crearon los comisionados militares, más conocidos
como paramilitares, lo cual no era otra cosa, que civiles armados haciendo inteligencia y
recibían armas y entrenamiento para destruir a la guerrilla. El ejército también organizó
escuadrones de la muerte, que consistió en la acción del ejército bajo la apariencia clandestina
de civiles. A partir de entonces, la dominación militar trascendió la lucha contra la guerrilla
asumiendo funciones y privilegios, que militarizaron el Estado guatemalteco.
Los gobiernos del coronel Carlos Manuel Arana Osorio (1970-1974) y el general Kjell
Eugenio Laugerud García (1974- 1978) desarrollaron una doble política. Por una parte
aplicaron planes contrainsurgentes para acabar con cualquier forma de oposición a la que
calificaban como “peligro comunista”, y por otra impulsaron proyectos de desarrollo
económico y social. Los planes desarrollistas se originaron en el Gobierno de Méndez
Montenegro, con la intención de producir una transformación positiva de la sociedad
guatemalteca. Sin embargo, las políticas de violencia terrorista que el mismo Estado aplicó
y el incremento de la corrupción entre los altos funcionarios de Gobierno no permitieron que
muchos de estos proyectos tuvieran éxito (Comisión para el Esclarecimiento Histórico,
1999).
Durante los años más sangrientos del conflicto, 1979-1983, los gobiernos de los generales
Romeo Lucas García (1978–1982) y Efraín Ríos Montt (1982-1983) centraron sus esfuerzos
en aniquilar al enemigo interno, combatiendo la guerrilla, atacando al movimiento social y a
la población en las áreas de fuerte presencia guerrillera, principalmente la maya. Los
movimientos guerrilleros adoptaron la estrategia de hacer demandas étnicas y sociales, pero
el Estado por su parte impulsó una política de terror indiscriminado, que causó miles de
muertes. En este contexto, en 1982 se formó la Unidad Revolucionaria Nacional
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Guatemalteca (URNG) y surgió la reversión de la reforma agraria y, consigo, el robo de
tierras a indígenas y campesinos. Igualmente, los espacios políticos se cerraron y, a finales
del gobierno del general Romeo Lucas, el país experimentó una de sus peores crisis. La
violación de los derechos humanos, la violencia estatal y paramilitar, la instrumentalización
del terror y las elecciones fraudulentas quebrantaron la organización social de Guatemala en
todos los niveles (Blanco, Zapata, 2007).
Masacres como la de la Embajada de España y el asesinato de 110 dirigentes sindicalistas,
sumado a los innumerables actos de irrespeto de los derechos humanos, aislaron
internacionalmente a Guatemala. El Ejército desarrolló una guerra cuyo objetivo fue
literalmente "quitarle el agua al pez", es decir, acorralar y golpear a la población civil para
que la guerrilla se retirara indirectamente, dejándola sin base social. Aproximadamente 100
mil civiles desaparecieron o murieron entre 1981 y 1983 (Giraldo, 2004).
Efrain Ríos Montt le dio continuidad a la estrategia de tierra arrasada, destruyendo aldeas en
el Altiplano y provocando desplazamiento masivo de la población civil que habitaba las áreas
del conflicto. El Ejército implantó estructuras militarizadas, como las Patrullas de
Autodefensa Civil (PAC) que consolidaba su control sobre la población y contrarrestando la
influencia de la insurgencia (Comisión para el Esclarecimiento Histórico, 1999).
El golpe de Estado de Ríos Montt hizo referencia al propósito de reestructurar el sistema
político, a fin de evitar las frustraciones populares, sin embargo, su afán de perpetuarse en el
poder provocó un nuevo golpe militar en 1983, que concluyó con la elección de una
Asamblea Constituyente, la promulgación de una nueva constitución y la posterior elección
de un gobierno civil, encabezado por Vinicio Cerezo del partido Democracia Cristiana
Guatemalteca (Blanco, Zapata, 2007).
En las elecciones de 1986 fue elegido Vinicio Cerezo, quien prometía crear la comisión que
esclareciera las desapariciones en la audiencia internacional que tenía el Grupo de Apoyo
Mutuo (GAM) que reunía a los familiares de los desaparecidos y consultar a las comunidades
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sobre el futuro de las Patrullas de Autodefensa Civil (PAC), entre otras. Sin embargo, su
gobierno no tuvo mucha trascendencia dada la imposición de los militares de seguir con el
régimen represivo. La sanción de Ley de amnistía militar y las exageradas pensiones y
privilegios económicos dados a los militares, terminaron por incrementar el accionar de la
guerrilla (Giraldo, 2004)
En 1990 resultó electo un candidato inesperado, Jorge Serrano Elías, con una mayoría relativa
y poco respaldo. Este fue el primero que aceptó la negociación política con la Unión
Revolucionaria Nacional Guatemalteca (URNG), propuso un plan de paz, les reconoció
beligerancia y solicitó ayuda a la ONU para ello. Las negociaciones se hicieron directamente
con la Comisión Nacional de Reconciliación, pero el ejército arremetió de nuevo contra las
comunidades influenciadas por la guerrilla y la URNG continuó con su acción militar
(Giraldo, 2004).
2.2.2 LAS NEGOCIACIONES DE PAZ
El 29 de diciembre de 1996, se firmó en Ciudad de Guatemala el Acuerdo de Paz Firme y
Duradera entre el Gobierno de la República de Guatemala y la URNG. Blanco y Zapata, en
el libro Construyendo la Democracia en Sociedades Posconflicto, dividen este periodo de
negociaciones, en cuatro fases.
“La fase I incluye la creación de condiciones para la negociación y va de octubre 1987
hasta la reunión de Oslo en marzo de 1990. La fase II, que aquí se denomina de
apertura y definición del contenido de las negociaciones va de la firma del Acuerdo
de Oslo el 29 de marzo de 1990 al autogolpe de Estado del presidente Jorge Serrano
y su subsecuente remoción constitucional del cargo en 1993. La fase III, que aquí se
considera como la fase de reanudación y maduración de la negociación abarca el
gobierno de Ramiro de León Carpio. Finalmente, la fase IV, denominada aquí de
aceleración y cierre de las negociaciones, abarca el primer año de gobierno de Álvaro
Arzú, del 14 de enero al 29 de diciembre de 1996, cuando se firma el acuerdo final
de paz” (Blanco y Zapata, 2007: 211).
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A continuación, se hace un breve recuento de las distintas fases señaladas
Fase I. Creación de condiciones para la negociación.
Con la llegada de Vicencio Cerezo en 1986, se revivieron las esperanzas para los
guatemaltecos de lograr la paz interna del país. El 7 de agosto de 1987 se firmó el Acuerdo
de Esquipulas II, y como consecuencia se creó la Comisión Nacional de Reconciliación
(CNR), la cual abrió espacios de participación a los sectores civiles y propició el diálogo
entre el Gobierno y la URNG.
El compromiso de los gobiernos centroamericanos con el Acuerdo de Esquipulas, estaba
enfocado a dialogar con los grupos de oposición que estuvieran desarmados o que se hubieran
acogido a la amnistía. La Comisión Nacional de Reconciliación, desarrolló lo que se
denominó el "Diálogo Nacional", con los grupos sociales y políticos de oposición de
Guatemala, pero no hubo acuerdos con las organizaciones armadas (todas agrupadas en la
URNG), dado que la guerrilla se negó a someterse al proceso de amnistía y de deposición de
las armas. Durante esta fase no hubo suficiente claridad de objetivos, ni disposición de
alcanzar y cumplir acuerdos que permitieran finalizar el conflicto armado por la vía de la
negociación política.
Fase II: Apertura y definición del contenido de las negociaciones.
El 29 de marzo de 1990 se firma el Acuerdo de Oslo, en el cual participaron la URNG y la
CNR, dando inicio a la segunda fase del proceso de paz. En esta reunión se firmó el primer
acuerdo para desactivar el enfrentamiento armado interno. Las delegaciones de la CNR y de
la URNG se propusieron encontrar caminos de solución al conflicto armado interno por
medios políticos, lograr la reconciliación entre los guatemaltecos y resolver la problemática
nacional, puntos que quedaron asentados en el Acuerdo de Oslo.
En el Acuerdo se acordó realizar, antes de comenzar las reuniones directas gobierno-URNG,
una serie de reuniones entre la comandancia de la URNG y diversos sectores del país. La
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CNR organizó las reuniones con los partidos políticos en El Escorial, España; con el sector
privado y empresarial guatemalteco, agrupado en el Comité Coordinador de las Cámaras del
Agro, Comercial, Industrial y Financiero (CACIF) en Ottawa, Canadá; con los sectores
religiosos en Quito, Ecuador; con las organizaciones sindicales y populares en Metepec,
México; y, finalmente, con sectores académicos, cooperativistas, empresariales, de
pobladores y profesionales en Atlixco, México.
Jorge Serrano Elías se posesionó como Presidente el 14 de enero de 1991, exponiendo su
plan de paz en marzo del mismo año, en el cual formó la Comisión de Paz del gobierno
(COPAZ), la que negoció directamente con la URNG y propició la organización de la primera
reunión directa. En abril de 1991, se firma el Acuerdo de México "Acuerdo de Procedimiento
para la Búsqueda de la Paz por Medios Políticos", en el que se estableció que a la
desmovilización de la guerrilla debería preceder la suscripción de acuerdos políticos sobre
temas como: democratización y derechos humanos; fortalecimiento del poder civil y función
del Ejército en una sociedad democrática; identidad y derechos de los pueblos indígenas;
reformas constitucionales y régimen electoral; aspectos socioeconómicos y situación agraria;
reasentamiento de las poblaciones desarraigadas por el enfrentamiento armado; bases para la
incorporación de la URNG a la vida política del país; arreglos para el definitivo cese de fuego
y el cronograma para la implementación, cumplimiento y verificación de los acuerdos.
En Julio de 1991 se firmó el Acuerdo Marco de Democratización para la búsqueda de la paz,
conocido como el "Acuerdo de Querétaro", que estableció un marco conceptual sobre la
democratización. En el mismo se identifica la democracia funcional y participativa y se hace
referencia al contenido del temario general acordado en la reunión de México y en la agenda
a negociar.
Fase III: Reanudación y maduración de las negociaciones
Durante el gobierno de Ramiro de León Carpio, se reanudaron el 10 de enero de 1994 las
negociaciones directas, cuando se suscribió en México el "Acuerdo Marco para la
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Reanudación del Proceso de Negociaciones entre el Gobierno de Guatemala y la Unidad
Revolucionaria Nacional Guatemalteca", que implicó un cambio sustancial en el formato de
la negociación.
El nuevo esquema y la nueva situación política del país, permitió firmar en esta fase los
siguientes acuerdos sobre temas sustantivos: Acuerdo Global de Derechos Humanos,
Acuerdo para el Reasentamiento de las Poblaciones Desarraigadas por el Enfrentamiento
Armado, Acuerdo sobre el Establecimiento de la Comisión para el Esclarecimiento Histórico
y el Acuerdo sobre Identidad y Derechos de los Pueblos Indígenas. Esta fase dio fin cuando
Ramiro de León entregó el cargo al nuevo presidente electo, Álvaro Arzú, quien asumió el
14 de enero de 1996.
Fase IV: Aceleración y cierre de las negociaciones
En 1996, con el gobierno de Arzú se dieron las condiciones para el final de la negociación,
dado el ambiente de confianza que se desarrolló entre las partes. La reducción de las
comisiones negociadoras para cada una de las partes, permitieron que las discusiones fueran
más ágiles y con mayor voluntad para que se cumpliera el contenido de la agenda, en el
menor tiempo posible, suscribiéndose entonces, los acuerdos del Proceso de Paz15 que llegó
a su fin con las firmas del Acuerdo Final de Paz Firme y Duradera el 29 de diciembre de
1996.
Por su parte, Giraldo (2004) divide el período de las negociaciones en dos grandes fases: una
primera fase de acercamiento, más informal, en la que el interlocutor fue predominantemente
la sociedad civil a través de diversos estamentos; una segunda fase más oficial y que puso
frente a frente a dos interlocutores: gobierno y URNG, con la mediación, primero de la Iglesia
y luego de las Naciones Unidas.

15

Aspectos Socioeconómicos y Situación Agraria, Fortalecimiento del Poder Civil y Función del Ejército en
una Sociedad Democrática. Acuerdos operativos: el Definitivo Cese al Fuego, las Reformas Constitucionales y
Régimen Electoral, la incorporación de la URNG, y el Cronograma de Cumplimiento de los Acuerdos firmados.

35

2.2.3 PARTICIPACIÓN DE LA COMUNIDAD INTERNACIONAL

La comunidad internacional jugó un papel muy importante, con el apoyo al plan de paz del
Grupo Contadora del Consejo de Seguridad y la Asamblea General, ambas de las Naciones
Unidas, así como por otros organismos internacionales y regionales. El Grupo de Amigos del
Proceso de Paz (Noruega, España, México, Venezuela, Colombia y Estados Unidos) junto a
representantes de las Naciones Unidas actuaron como moderadores y facilitadores del
Proceso de Paz en la etapa de implementación como parte del “Acuerdo marco para la
reanudación del proceso de negociación entre el gobierno de Guatemala y la Unidad
Revolucionaria Nacional Guatemalteca”, firmado en México, D.F en enero de 1994. En ese
año, se instaló en Guatemala la Misión de Verificación de las Naciones Unidas
(MINUGUA)16, dos años antes de la firma del acuerdo, con un mandato que se prolongó
hasta finales de 2004 (Azpuru, Mendoza, Blanck, Blanco. 2005).

El apoyo internacional para el desarrollo ha sido importante también a partir de la firma de
la paz, dado que la asistencia internacional se incrementó pasando de un monto anual de
US$200 millones de cooperación internacional entre 1990 y 1995, a US$600 millones por
año en los primeros años del posconflicto (1996 y 2002). (Pásara, L. 2003). Los donantes
internacionales, coordinaron sus acciones a través del Grupo Consultivo para otorgar apoyo
político, técnico y financiero para la implementación de los Acuerdos de Paz. Este Grupo
estuvo a cargo de evaluar periódicamente la implementación de proyectos relacionados con
los acuerdos. En 1997, en Bruselas (Bélgica), se realizó la primera reunión del grupo, donde
16 países y 10 instituciones multilaterales se comprometieron a dar US$2.525,8 billones para
la implementación (Azpuru, Mendoza, Blanck, Blanco. 2005).

Dado el contexto histórico político de Guatemala, entre golpes de Estado y elecciones

16

MINUGUA, se comprometió directamente en el seguimiento de los acuerdos de paz y fue representativa con
voz, pero sin voto, en la Comisión de Acompañamiento para supervisar la implementación de los acuerdos.
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fraudulentas, la comunidad internacional prestó un apoyo importante a las instituciones
electorales, la implementación de los procedimientos organizados para la transferencia de
poder, la participación electoral y el fortalecimiento del Tribunal Supremo Electoral (TSE)
donde se crearon los departamentos de Cartografía Electoral, Centro de Documentación y
Unidad de Capacitación y Educación Civil Electoral con el apoyo de la OEA.

El área de derechos humanos, fue el que más cooperación internacional recibió por medio de
las misiones de verificación de los derechos humanos, apoyo a instituciones como la Oficina
del Procurador de los Derechos Humanos (PDH), la Comisión Presidencial de Derechos
Humanos (COPREDEH), la Comisión del Esclarecimiento Histórico (CEH), como también
de instituciones como la Policía Nacional Civil (PNC) y las organizaciones de derechos
humanos de la sociedad civil (Azpuru, Mendoza, Blanck, Blanco. 2005).

2.3

LECCIONES APRENDIDAS

En la segunda mitad del siglo XX, ambos países fueron escenario de guerras civiles,
enmarcadas en el contexto de la Guerra Fría a nivel internacional. En ese contexto, durante
los años setenta y principios de los ochenta, ambos sufrieron la represión de gobiernos
militares que se embarcaron en una cruzada anticomunista en el marco de la doctrina de
seguridad nacional de Estados Unidos. En los dos países surgieron movimientos guerrilleros
de inspiración marxista, apoyados por Cuba y por la Unión Soviética.
A mediados de los 80, Guatemala y El Salvador iniciaron sus procesos de liberalización y
transición política, instaurando democracias electorales que permitieron ir trazando el
camino para los procesos de negociaciones de paz, que concluyeron en sus respectivos
Acuerdos de Paz. Guatemala y El Salvador fueron casos paradigmáticos, en los cuales se
establecieron operaciones de paz multidisciplinarias por primera vez en la historia de las
Naciones Unidas. Así, más allá de las tradicionales acciones de mantenimiento de la paz,
cuyo fin es asegurar el cese al fuego, en esos países la ONU coadyuvó en el logro de los
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acuerdos de paz entre las partes a través de la moderación activa, como también en la
supervisión del cumplimiento de los compromisos adquiridos en dichos acuerdos (Pásara,
2003).
El rol jugado por la comunidad internacional en los procesos de paz en Guatemala y El
Salvador tuvo dos dimensiones: por un lado, el papel político a través de la mediación, la
verificación, las acciones orientadas a superar los impases del proceso y a la presión ejercida
sobre las partes para dar y tomar decisiones concretas sobre temas clave. Por otro lado, un
papel financiero mediante aportes en dinero y contribución técnica, para facilitar los
encuentros entre las partes e implementar los compromisos adquiridos en la etapa de
posconflicto (Blanco, Zapata. 2003).
En ambos casos se buscó y sistematizó la información sobre violaciones a los derechos
humanos durante el conflicto, proceso en el que las Naciones unidas jugaron un papel
importante. Se crearon diferentes comisiones con el fin de investigar y esclarecer los más
graves hechos de violencia ocurridos, lo que ayudaría tanto a superar los casos de impunidad,
como conocer y establecer responsabilidades de los actores del conflicto.
El papel del Grupo Consultivo fue bastante relevante en los dos procesos. Este grupo
representó un canal de diálogo y concertación de los donantes internacionales bajo la
coordinación del Banco Interamericano de Desarrollo, quien tenía como tarea supervisar y
verificar el destino de los recursos aportados por la cooperación internacional y, en varios
momentos, sirvió de apoyo para unificar los criterios y prioridades de la ayuda internacional
hacia el cumplimiento de los objetivos de la paz. En la etapa previa a las negociaciones, fue
crucial la participación y colaboración de varios actores internacionales en ambos países, esto
permitió que conocieran el contexto y la historia de los conflictos, pudiendo así aportar de
manera más profunda y acertada, la búsqueda de soluciones políticas a cada conflicto.
Los dos conflictos llegaron a un acuerdo de cese de hostilidades en términos de consecución
de la paz, entendida como ausencia de la confrontación armada entre las partes originalmente
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en conflicto. Es indudable, que, en este ámbito, ambos casos son exitosos. Sin embargo, este
escenario de posconflicto, ha llevado actualmente a estos dos Estados a unos niveles de
violencia que los ubican entre los más altos índices de homicidios del mundo.
Gráfica 1. Guatemala y El Salvador, Número de homicidios (1995 – 2007)

Guatemala y El Salvador, Número de homicidios (1995 - 2007)
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Temas como el de la impunidad de los crímenes de guerra y graves violaciones a los derechos
humanos son asuntos pendientes de resolver, dadas las diferentes leyes de amnistía que se
aprobaron de manera rápida y general, en estos dos países. Los temas de reinserción y de ex
combatientes involucrados en el crimen organizado, fueron un común denominador que
siguieron afectando la situación social de Guatemala y El Salvador, por lo que se cuestiona
entonces el papel del Estado y de la comunidad internacional frente al debido seguimiento
de estos procesos en la etapa del posconflicto.
En El Salvador se firmaron acuerdos pertinentes, que abarcan aspectos socioeconómicos, de
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derechos humanos y reformas institucionales, con los que, si bien se han logrado una serie
de objetivos fundamentales como la desmilitarización, la apertura a la participación
democrática y el fin del terrorismo de Estado, aún hay expectativas en otros ámbitos como la
transferencia de tierras y la construcción del Foro de Concertación Económico y Social y el
Fondo para excombatientes y lisiados de guerra.
Por otro lado, es importante señalar, que el papel político que los militares llegaron a
desempeñar en El Salvador fue muy superior al caso colombiano. Los militares alcanzaron a
tener funciones de co-administración y co-gobierno, y en varios casos alcanzaron a dominar
totalmente el país; por esta razón en la mesa de negociación de Chapultepec, se resaltó el
tema de la reforma militar como una prioridad y una condición para negociar. Como lo resalta
Moreno (2015) en ninguno de los últimos tres intentos de negociar la paz con las FARC, la
reforma militar ha sido una reivindicación prioritaria. Por esta razón, un punto importante de
análisis que rescatamos del caso salvadoreño tiene que ver con la estructura y rol del aparato
militar en el momento de la implementación de los acuerdos.
El proceso de paz guatemalteco tiene una gran deuda con la sociedad, debido a que la
totalidad de los acuerdos firmados en su momento no se llegaron a cumplir y el tema
económico no ha sido lo suficientemente atendido por los gobiernos que se han sucedido
desde la firma de la paz. No se ha fomentado el desarrollo de una economía popular, ya que
los compromisos clave del Acuerdo sobre aspectos socioeconómicos y situación agraria, han
dependido de la voluntad política de los grupos que han estado en el poder.
En Guatemala, varios elementos resultaron determinantes para la reconstrucción del país.
Illera (2015: 266) resalta: la ratificación de las reformas constitucionales, la vinculación a la
política de los movimientos exguerrilleros y la implementación de los proyectos sociales. La
aplicación de estos elementos no alcanzó los resultados esperados, lo que limitó la
construcción del proyecto de paz duradera y sostenible.
Las reformas constitucionales derivadas de lo acordado en la negociación en Guatemala
40

fueron sometidas a referendo popular en el mes de mayo de 1999, y muchas de ellas
generaban controversia entre sectores políticos y sociales. El tema indígena, el control civil
y su autoridad sobre la fuerza militar, la transición política del movimiento guerrillero, entre
otras, tuvieron una implementación compleja, que no eliminó del todo la desconfianza entre
las organizaciones sociales y las estatales. Como concluyen Steinberg y Taylor (2003: 450)
en Guatemala “no se produjeron cambios estructurales; las relaciones de poder, relaciones
sociales y control de la tierra, capital y participación política siguen siendo similares a las
presentadas en la década de los años setenta”.
A más de 20 años después de la firma del Acuerdo de paz de Esquipulas, el escenario político,
social y económico de los países centroamericanos se ve influenciado por las diferentes
formas de exclusión económica y social que llevan a diversas formas de actividad delictiva
que aumentan el nivel de inseguridad y violencia en la región. Esto evidencia que las agendas
de paz fueron parcialmente formuladas e implementadas sin un debido seguimiento. Por
ejemplo, en el caso salvadoreño la misión de las Naciones Unidas, ONUSAL, desarrolló un
mandato de verificación activa de los derechos humanos. Sin embargo, la disminución
paulatina en la capacidad operativa, su posterior retiro y, finalmente, la creación la Misión
de las Naciones Unidas en El Salvador, limitada esencialmente a tareas de observación, fue
minando la capacidad de la intervención (Villavicencio, 1996).
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CAPÍTULO 3.

PROCESO DE NEGOCIACIÓN DE PAZ EN COLOMBIA: DE LA DEBACLE DEL
CAGUÁN A LA CUESTIONADA PAZ PARAMILITAR

Con el fin de detallar un punto de inicio del conflicto armado colombiano, que permita
entender el contexto al que nos referimos en este capítulo; nos centramos en los factores
explicativos de su origen, su prolongación, y sus efectos sobre la sociedad colombiana.
Fajardo (2014) concluye, que las primeras manifestaciones del conflicto social armado en
Colombia se remontan a la segunda y tercera décadas del siglo XX, y han estado vinculadas
con las contradicciones entre los sectores que se beneficiaron por las condiciones de
explotación en las relaciones de trabajo, el uso y el acceso a la tierra y a la participación
política. “Las relaciones sociales han sido impuestas mediante políticas de entrega reiterada
de las tierras de la nación a grandes propietarios, conducentes a su monopolización y
legitimadas y reforzadas a través de mecanismos políticos, militares e ideológicos” (Fajardo,
2014: 47).
Es este mismo sentido, el autor rescata como los más importantes factores que dieron origen
al conflicto colombiano: “la persistencia del problema agrario; la propagación del
narcotráfico; las influencias y presiones del contexto internacional; la fragmentación
institucional y territorial del Estado y la imposibilidad de superar las restricciones a la
participación política” (Fajardo: 2014:4).
Adicional a lo anterior, González (2013) hace un recorrido histórico de los procesos de paz
llevados a cabo desde los años 80, donde concluye que, en el pasado, las partes intentaban
ganar terreno político y militar que les permitiera pasar a una situación de ofensiva y los
llevara a imponer sus condiciones para una eventual negociación.
Desde el inicio de los diálogos en el gobierno de Belisario Betancur (1982-1986), se
evidenció la falta de compromiso del sistema político y el poco respaldo de los partidos; al
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mismo tiempo, la guerrilla se debatía entre la continuidad de la lucha armada y la
negociación. Sumado a esta situación, se alentaba la confrontación armada debido a las
políticas de seguridad promovidas por la asistencia militar de Estados Unidos en todo el
continente, las cuales determinaban la agenda de política nacional.
Los acuerdos de la Uribe en 1984 se pactaron sin la definición explícita de la entrega de
armas, con un supuesto cese bilateral de hostilidades, apertura política y la autorización para
que se conformara un partido político con presencia de guerrilleros y aliados de las FARC,
partido que se conocería como la UP – Unión Patriótica (González, 2013. p. 17). Pero la
realidad muestra que el cese al fuego no funcionó y la UP tuvo que enfrentar una guerra sucia
en la que muchos de sus líderes fueron asesinados, incluyendo senadores, representantes al
congreso y candidatos a las elecciones presidenciales de 1986 y 1990, transformando a la UP
en objetivo de exterminio militar.
Lo anterior, sumado a la ruptura de la búsqueda negociada de la paz en dos procesos (uno
con las FARC y otro con el M19 y el EPL) llamado “diálogo nacional” terminó debilitando
el poco apoyo político y ahondó la crisis del gobierno Betancur con la tragedia del Palacio
de Justicia; situaciones que fortalecieron los enemigos de las conversaciones y el conflicto
armado retomó su protagonismo.
Posteriormente, durante el gobierno de César Gaviria (1990-1994), los diálogos de paz de
Tlaxcala,17 trajeron a la mesa el mismo error histórico de las partes en conflicto, las FARC
buscaban utilizar su estrategia de guerra por el poder y al gobierno en su estrategia de
negociar después de derrotar. Estos diálogos terminaron en mayo del año 1992, luego que el
Ejército Popular de Liberación – EPL, secuestra al exministro Argelino Durán Quintero,
quien muere en cautiverio dos meses después.
Nasi (2014, p. 66) sintetiza cinco factores que pueden explicar los diferentes resultados de

17

Estos diálogos, fueron acordados, entre las guerrillas de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC),
el Ejército de Liberación Nacional (ELN) y el Ejército Popular de Liberación (EPL) con el gobierno del entonces presidente
de Colombia, César Gaviria (1990-1994) para tratar de darle fin al conflicto armado colombiano.
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los procesos de paz llevados a cabo entre 1982 y 2002, que nos permiten analizar de forma
más general los impactos relativos que estos factores inciden en los resultados de una
negociación de paz y cuales pueden impulsar o no, otras iniciativas de paz como la que se
adelanta actualmente.
Cuadro 1. Los procesos de paz en Colombia: condiciones, estrategias y resultados
Betancur (19821986)

Barco (1986-1990)

Gaviria (1990-1994)

1. Balance Militar

Grupos rebeldes
relativamente
débiles

Grupos rebeldes
relativamente débiles

Grupos rebeldes
relativamente fuertes

2. El dilema de la
seguridad

Inexistente

Menor para M-19 y
PRT, Mayor para
EPL

Inexistente

3. El rol de los
saboteadores

Significativo: todas
las partes
sabotearon las
negociaciones

Menor: buena fe y
uso de técnicas para
el manejos de los
saboteadores por
parte del gobierno

Inexistente

4. El contexto
internacional

Desfavorable:
Guerra fría

Favorable: fin de la
guerra fría

Favorable: fin de la
guerra fría

5. Estrategia de
negociación

Énfasis en causas
de la guerra

Énfasis en la
distribución del
poder y proceso de
aprendizaje

Énfasis en las causas
raíz de la guerra

6. Disponibilidad
de recursos
saqueables

Baja

Mediana

Mediana

Resultado

Fracaso

Éxito

Fracaso
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3.1

PROCESO DE PAZ DEL CAGUÁN (1998-2002)

A finales de los años noventa Colombia era un país devastado por la guerra, la disputa
territorial entre grupos paramilitares, narcotraficantes y las guerrillas produjo el
desplazamiento de millones de personas que huían de su tierra por el conflicto, los
indicadores de seguridad se deterioraron de forma creciente y la economía estaba en un
evidente declive.
Los últimos años del siglo XX se caracterizaron por un grave debilitamiento del Estado
colombiano que se evidenciaba de múltiples formas: la incapacidad de las fuerzas armadas
para enfrentar y combatir a los grupos armados ilegales, un sistema judicial ineficiente y con
evidentes muestras de impunidad, dificultad para mantener el control y la seguridad en el
territorio, altos niveles de corrupción y poca credibilidad de los ciudadanos en su clase
dirigente (Rojas, 2015).
En cuestión de una década, el conflicto armado se había intensificado y extendido por el país,
las guerrillas aumentaron su dominio territorial mediante la formación de nuevos frentes
armados, estrategia que les permitió controlar gran parte del negocio de la droga, (cultivo,
procesamiento, distribución y control de las rutas para la comercialización) aumentar su
capacidad de acción militar, y, a su vez, debilitar y dominar a las Fuerzas Militares.
La presencia de las guerrillas en el territorio era más grande e influyente que la del Estado
colombiano, situación que dio a las FARC la ventaja en la correlación de fuerzas y el control
de cerca de la mitad del territorio nacional. Lo anterior, sumado a crecientes movilizaciones
sociales que reunían el interés de buscar una solución no armada al conflicto, crearon la
voluntad política suficiente para poner la búsqueda de la paz en el eje de los debates
presidenciales, lo que llevaría a Andrés Pastrana Arango al poder, candidato que lideró la
propuesta de abrir diálogos con la guerrilla para buscar una solución política al conflicto
(Bouvier, 2012).
El Gobierno Pastrana dio inicio a un proceso de negociación que buscó alcanzar un acuerdo
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de paz negociado con la guerrilla sobre la base de integridad territorial, la democracia y los
derechos humanos; este proceso fue una de las prioridades principales del Gobierno y contó
con el liderazgo personal del presidente. Al iniciar su Gobierno, Andrés Pastrana se dirigió a
la Asamblea General de las Naciones Unidas18 a la que transmitió su visión de una
diplomacia para la paz con contenido social y económico, que se traduciría en inversión
extranjera para el país, la movilización de recursos humanos, técnicos y financieros; visión
que podría complementarse y materializarse con una importante participación y apoyo de la
comunidad internacional.
Poco tiempo después, Pastrana entabló un proceso de diálogo con las FARC; para el mes de
noviembre de 1998 se autorizó, por un periodo de 90 días (con posibilidad de prorrogar este
plazo), el despeje de una zona en el Caguán donde se desarrollarían las conversaciones del
Gobierno y las FARC en unas condiciones mínimas de seguridad para las partes. 19 El área
desmilitarizada o zona de distensión fue creada por ley para garantizar la seguridad necesaria
con miras a lograr avances en las negociaciones. Esta ley permitió que el Presidente pudiera
delimitar un área geográfica como expresión de la soberanía del Estado, donde se restringía
la presencia del ejército y la policía y se suspendían las órdenes de captura emitidas contra
miembros de la guerrilla.
Esta zona de distensión albergó las negociaciones, lo que permitió a las partes la creación de
una agenda común de 12 puntos, que planteaba alcanzar un eventual acuerdo de paz
permanente antes del fin del Gobierno. Seis meses después, el 6 de mayo de 1999, los
negociadores del Gobierno y las FARC firmaron una agenda común en la vereda de La
Machaca, (Caquetá), donde se establecen los acuerdos principales de solución política y se
plasman los compromisos para trabajar “hacia una nueva Colombia por medio de las

18

Andrés Pastrana, intervención ante la Asamblea General de las Naciones Unidas, Nueva York, septiembre
de 1998.
19
Esta zona de distensión abarcaría una extensión de cerca de 42.000 Km2 en el sur de Colombia e incluía una
región selvática, y varios municipios como los de Vista Hermosa, La Macarena, La Uribe y Mesetas en el
departamento del Meta, y San Vicente del Caguán en el Departamento de Caquetá.
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transformaciones políticas, económicas y sociales que permitan consensos para la
construcción de un nuevo Estado fundamentado en la justicia social, conservando la unidad
nacional” (Villarraga, 2009: 181). La agenda de La Machaca estableció que los temas que
se acordaran representarían los problemas estructurales del conflicto, entre ellos: la política
del sector agrícola y distribución de la tierra, la situación de los derechos humanos, recursos
naturales, estructura económica y social, justicia, corrupción, narcotráfico, fuerzas militares
y relaciones internacionales (Bouvier, 2012).
En el Caguán se estableció la Mesa Nacional de Negociación que se encargaba de tomar
decisiones y diseñar la ruta de trabajo, orientar las negociaciones y manejar el proceso en
general, además se definieron los lineamientos básicos de la participación de la comunidad
internacional. Los diálogos se hicieron en medio del fuego cruzado. Mientras las FARC
hablaban de paz, se presentó un incremento del número de secuestros, extorsiones y acciones
armadas; situación que las llevó a un fortalecimiento militar como nunca en su historia. Las
siguientes gráficas representan los incrementos sostenidos de las acciones delictivas durante
los años que duró la zona de despeje:
Gráfica 2. Colombia, Índice de Criminalidad (1994 - 2006)
Colombia, Indice de criminalidad (1994 - 2006)
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Gráfica 3. Colombia, hechos de acciones bélicas por actores armados (1990 - 2011)
Colombia, hechos de acciones bélicas por actores armados
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Fuente: Elaboración propia con base en Semana (2012), “Cifras de la guerra en Colombia”. Consultado en
http://especiales.semana.com/especiales/cifras-guerra-colombia/

El Gobierno, por su parte, buscaba reforzar sus fuerzas militares, al tiempo que buscaba
dialogar en función de recomponer su estrategia de acción armada. Pasados tres años de
desacuerdos en el proceso, el 25 de febrero de 2002, luego del secuestro del congresista Jorge
Eduardo Getchen, Pastrana ordenó la retoma de la zona de distensión y el fin del proceso.
3.1.1 PARTICIPACIÓN DE LA COMUNIDAD INTERNACIONAL EN LOS
DIÁLOGOS DEL CAGUÁN
Previo a detallar los mecanismos de la participación de la comunidad internacional para el
apoyo al proceso de paz del Caguán, Bouvier (2012) reseña de forma precisa algunos
elementos que afectaron esta participación, y que deben ser tenidos en cuenta para futuras
lecciones.
● Primero: la complejidad del conflicto colombiano, que cuenta con varios actores, es
variable en las regiones, tiene décadas de existencia y la solución al mismo no es una
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sola ni para la sociedad colombiana, ni para la comunidad internacional. Como lo
señala Palacios (1995), no hay entre las partes en conflicto, ni dentro de la sociedad
colombiana, un consenso sobre el significado de la salida negociada del conflicto
armado, como tampoco un análisis sobre la naturaleza y los orígenes del mismo.
● Segundo: había una gran desconfianza entre las partes (Gobierno – FARC) y también
entre las partes y la comunidad internacional; esto se manifestó en actitudes
contradictorias sobre el límite y el alcance de la participación y aporte internacional
en la solución no armada del conflicto. Lo anterior debido, entre otras razones, a que
había distintos análisis e interpretaciones sobre la raíz del conflicto y, por ende,
distintos abordajes en su solución. Poco tiempo después de firmar la agenda de La
Machaca, las FARC se opusieron a la comisión de verificación internacional, ya que
la consideraban innecesaria y de injerencia en los asuntos internos. Para Manuel
Marulanda, esta comisión generaba incertidumbre en los diálogos y retrasaba la
instalación de la mesa.
Adicional a lo anterior, las FARC disponían de grandes cantidades de recursos
provenientes del narcotráfico y otras actividades ilícitas y por ello, no buscaban
gestionar apoyo económico de los cooperantes internacionales, ni para la
reconstrucción, ni para la reintegración de los excombatientes a la sociedad civil, una
vez firmados los acuerdos de paz.
● Tercero: no había una serie de antecedentes claros para una participación neutral de
la comunidad internacional, esto por diversos y encontrados intereses de políticos y
empresarios que aumentaron la dificultad para encontrar unanimidad en las
intenciones de la ayuda. Adicional a esto, la heterogeneidad de intereses
internacionales presentó un obstáculo importante para una participación más asertiva
de la comunidad internacional en el Caguán. Esta diversidad se plasmó desde las
interpretaciones mismas del conflicto, de los caminos para su solución y de las fuentes
y destino de los recursos, que provenían de la ayuda externa.
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● Cuarto: el proceso de negociación en la época del Caguán era vulnerable al contexto
global, especialmente por el discurso dominante de los Estados Unidos sobre la forma
de enfrentar las guerrillas, las drogas y, después del 11 de septiembre de 2001, el
terrorismo. Estos problemas sentaron el discurso por medio del cual se entendió y se
distorsionó el conflicto colombiano desde afuera. El tema de las drogas se posicionó
como factor clave en el conflicto armado colombiano y centro de la estrategia y el
discurso del Gobierno Pastrana y su aliado norteamericano.

El papel de la comunidad internacional fue importante para el avance del proceso de paz. Su
participación y presencia fueron claves desde el inicio de la negociación. En este proceso se
tuvo apoyo tanto en el frente diplomático y político, como el aporte financiero; la comunidad
internacional actuó como intermediaria y observadora, a la vez que ejercía presión política
para que se superaran las dificultades y la negociación avanzara a buen ritmo.
Para efectos de realizar un análisis completo sobre los mecanismos de la participación
internacional durante los diálogos de paz del Caguán, detallaremos por separado el papel de
varios actores de la comunidad internacional y, luego, el papel de los Estados Unidos a través
del Plan Colombia.
3.1.2 OTROS ACTORES DE LA COMUNIDAD INTERNACIONAL
Durante el discurso del presidente Pastrana a la Asamblea General de la ONU20 se reconoció
que el problema de la droga requería de apoyo internacional, y que atacar sus raíces (siembra,
cosecha, producción y transporte) eliminaría la motivación económica y principal fuente de
financiación para el narcotráfico, la violencia y el conflicto. Este llamado de Pastrana para
encontrar apoyo internacional entró en sintonía con el contexto de paz y democratización que
20

Intervención del Presidente Andrés Pastrana en la Asamblea General de las Naciones Unidas, Nueva York
septiembre 23 de 1998.
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surgió después de las dictaduras de América del Sur y las guerras civiles en Centroamérica;
además coincidió con las experiencias – positivas y negativas – de la participación de la
comunidad internacional en la construcción de paz en África, Irlanda del Norte y Haití, por
mencionar algunos casos.
De esta manera, el llamado de Colombia encontró optimismo y acogida para el
acompañamiento a la solución del conflicto, sin que el Gobierno perdiera autonomía en la
decisión del alcance y el rol que debería tener esta participación internacional; autonomía
que perdió con el tiempo debido a su posición de dependencia de los recursos provenientes
de la cooperación internacional norteamericana, lo que hizo que el gobierno admitiera un
nivel de injerencia en la planeación y ejecución del Plan Colombia (Guerrero, 2011)
La comunidad internacional compartía la visión que ofrecer alternativas de desarrollo
agrícola a los campesinos colombianos con precios justos en los mercados, lo que reduciría
la necesidad de acudir a la siembra de cultivos ilícitos; esta estrategia de apoyo a las
comunidades con fuerte presencia de la guerrilla ya había tenido éxito en pasados procesos
de paz en Colombia como los laboratorios de paz.
Varias contribuciones puntuales se rescatan de los aportes de la comunidad internacional con
respecto a los diálogos en el Caguán. Entre ellos, la gran presencia internacional en la
instalación de la mesa de diálogos con las FARC en enero de 1999, el nombramiento de un
representante especial y dedicado de la ONU para los procesos con las FARC y ELN 21, la
formación de grupos de amigos22 y la logística de reuniones sobre la paz en Colombia, dieron
21

El Secretario General de la ONU nombró a un diplomático noruego, Jan Egeland, como “consejero especial
al Secretario General para ayuda internacional” con el objetivo de servir como eje del sistema de la ONU para
movilizar ayuda internacional para actividades sociales, humanitarias, de derechos humanos y construcción de
paz en Colombia (ONU, 1999).
22

Los grupos de amigos se crearon para canalizar el apoyo internacional para los procesos de paz; ser testigos
de los acuerdos, dar respaldo logístico, financiero, diplomático y político, crear confianza y reducir tensiones
entre las partes. El ELN, a diferencia de las FARC, estaba más abierto a recibir apoyo internacional y lo
consideraba como un socio imprescindible para construir un ambiente favorable para los diálogos. En junio del
año 2000 se anunció la conformación de un Grupo de Amigos y Facilitadores del Proceso de Paz con el ELN
conformado por Cuba, Francia, Noruega, España y Suiza.
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un aire de seriedad a los diálogos. La comunidad internacional, además ofreció apoyo político
al presidente Pastrana y reconoció como legítimo dialogar con la insurgencia armada que
aparecía en ese entonces en el listado de terroristas para Estados Unidos y la Unión Europea
(Bouvier, 2012).
Durante estos diálogos, las FARC aceptaron por primera vez una participación internacional
limitada, dado que antes argumentaban que el conflicto era nacional y los mediadores
externos obstaculizaban el proceso (Chernick, 2014). Cuando las partes reconocieron el
nombramiento del consejero especial de la ONU y del “Grupo de países amigos”, le
otorgaron a la comunidad internacional un papel importante del proceso, legitimando los
diálogos ante los ojos del mundo. La comunidad internacional desempeñó un papel más
activo en las negociaciones de paz durante el gobierno Pastrana, pero, su participación no
llegó a ser una mediación propiamente dicha y no incluyó una misión de construcción de paz.
3.1.3 ESTADOS UNIDOS Y EL PLAN COLOMBIA
Con anterioridad a su posesión, el presidente Pastrana visitaría Washington con el fin de
buscar respaldo del Gobierno Clinton y materializar la idea de crear un “Plan Marshall” para
el país, con fondos que servirían para adelantar los programas económicos y sociales
necesarios para iniciar la senda hacia la paz (Rojas, 2015). Como respuesta a esta idea, el
Gobierno de los Estados Unidos anunció una política más comprensiva hacia Colombia, la
cual, entre otros objetivos, buscaría reforzar la cooperación antinarcóticos, fortalecer el
Estado de Derecho, los derechos humanos y, por supuesto, el proceso de paz.
El Plan Colombia o Plan para la Paz y el fortalecimiento del Estado se anunciaría como una
estrategia conjunta a implementar en un periodo de seis años entre el Gobierno Nacional, la
sociedad civil y la comunidad internacional, la cual buscaba una apuesta por proyectos
alternativos de desarrollo, como fórmula para acompañar el proceso de paz. Estos objetivos
Cerca de dos años después de conformado del Grupo de Amigos del proceso con el ELN, se crea el Grupo de
Países Amigos y Organismos internacionales (marzo de 2001) que tendría como función orientar el
acompañamiento internacional. Este grupo estuvo integrado por 25 países, el Vaticano y la Unión Europea.
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serían la base para la construcción y aprobación del Plan Nacional de Desarrollo “Cambio
para construir la paz 1998 – 2002”. Este acuerdo bilateral constituido entre Colombia y
Estados Unidos, tenía como objetivos específicos generar una revitalización social y
económica, dar fin al conflicto armado en Colombia y crear una estrategia antinarcótica. Sin
embargo, estos objetivos estuvieron en diferente orden de prioridad para los dos gobiernos.
Para Clinton, el principal objetivo era prevenir el flujo de drogas ilegales hacia los Estados
Unidos y ayudar a Colombia a promover la paz, el desarrollo económico y la seguridad.
Pastrana por su parte, tenía como principal objetivo promover la paz, lo cual sería el factor
para que el resto de objetivos (desarrollo económico, incremento de la seguridad y término
del tráfico ilegal de drogas), se dieran como consecuencia.
Sin embargo, pese a la buena disposición de Estados Unidos frente al plan inicial, el
encuentro terminó por convertirse en el principio del fin de la estrategia de paz y desarrollo
plasmada en el plan inicial (Guerrero, 2011). Esta propuesta fue considerada como utópica y
sin capacidad de ofrecer una solución a los intereses estadounidenses, como la guerra
antidroga, los lazos militares, la estabilidad democrática y los mercados capitalistas abiertos
a la economía mundial.
El Plan Colombia se presentó ante el país y el mundo como la alternativa de solución a la
grave crisis sociopolítica imperante como consecuencia del narcotráfico. La lectura del Plan
deja ver que la causa principal de la crisis social y de los conflictos políticos que enfrentaba
la región andina, tenía su origen en el narcotráfico (Salgado, 2003). Para Estados Unidos, era
necesario que Colombia diera un giro a la forma en la que se desarrollaba el proceso de paz,
dado que para Barry McCaffrey – el Zar Antidrogas – los problemas de desempleo,
seguridad, corrupción y grupos armados delincuenciales, eran producto de los cultivos
ilícitos y el narcotráfico, por lo tanto, era precisamente allí donde debía enfocarse la estrategia
y las acciones del plan. Ante este panorama, el Gobierno asumió claramente que el apoyo
estadounidense solo era viable siempre y cuando pudiera conectar la gestión del conflicto
armado con la guerra contra las drogas. Fue así como la palabra “corresponsabilidad”
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comenzó a hacerse cada vez más frecuente en el discurso internacional de Colombia
(Guerrero. 2011), pretendiendo de esta forma plantear que tanto el país como la comunidad
internacional debían asumir responsabilidades frente al problema de las drogas, el cual, al
estar íntimamente ligado a la dinámica del conflicto, obligaba a todas a las partes a cooperar
solidariamente en su resolución (Fernández. 2001).
Con la evidente necesidad de Colombia de acceder al apoyo de Estados Unidos, el Plan tuvo
varios cambios, entre ellos que los U$1.025 millones para la asistencia de este, serían
destinados a la presión antinarcóticos en el sur del país, con el fortalecimiento y creación de
batallones, suministro de artillería y entrenamiento, adecuación de bases aéreas, entre otras.
La asistencia también contempló el apoyo de programas de desarrollo alternativo con el fin
de sustituir cultivos ilícitos; también se destinarían fondos para el fortalecimiento
institucional y para apoyar la labor de las negociaciones de paz (sólo U$1 millón para este
último).
Consecuentemente, el empalme casi incondicional de Colombia con las doctrinas
antiterroristas del gobierno norteamericano, sumado a la libertad concedida al Gobierno
colombiano para usar en contra de la subversión las herramientas aportadas por el Plan
Colombia, terminaron por dar un vuelco a la estrategia oficial respecto de la gestión y el
lenguaje en torno al conflicto armado. Así las cosas, para Pastrana el componente militar del
Plan Colombia era una herramienta dirigida a atacar las estructuras económicas de la
guerrilla, con miras a debilitar su posición y recomponer el balance de poder en el marco de
un escenario de negociación (Bagley, 2001).
3.1.4 LECCIONES
Si bien las lecciones de los procesos de paz llevados a cabo en Centroamérica fueron un
modelo de éxito para la comunidad internacional, otros nuevos problemas surgieron en estos
países en el periodo de posconflicto, debido a que no se abordaron de forma integral todas
las causas del conflicto, ni se tuvieron en cuenta todos los actores en la negociación (Bouvier,
2012). Esta falla también se percibió en los diálogos del Caguán, bajo el argumento que los
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problemas estructurales de pobreza, desigualdad y exclusión económica y social (las raíces
comunes de los conflictos centroamericanos y colombiano) fueron objeto de un diálogo que
debió hacer parte de un escenario político, y no parte de una negociación de paz.
Las negociaciones en medio del fuego cruzado por casi 4 años, en un territorio ya desprovisto
de presencia estatal, donde se permitió el rearme y el rediseño de la estrategia militar de la
guerrilla, sumado a la falta de mecanismos de verificación del proceso, dan cuenta de que
mantener la confrontación armada de forma paralela a las mesas de diálogo, puede generar
una pérdida de credibilidad con respecto a las intenciones de llegar a un acuerdo de paz. Si
bien el proceso de la Habana se realizó en medio de la confrontación armada, (como
expondremos más adelante), es factor clave para el éxito de cualquier negociación que las
partes demuestren su certera intención de negociar y asuman un camino de tregua.
Otra de las lecciones importantes, fue la inadecuada priorización de los temas a tratar en la
agenda de negociación. Tras la elaboración de una agenda bastante amplia, las partes
decidieron iniciar a negociar en el proceso de paz los temas de reformas económicas y de
políticas de empleo. Lejos de lo importantes y necesarias que sean estas reformas económicas
en los diálogos de paz, una mesa de negociación no es el escenario adecuado para ese debate
político. Si la mesa de diálogo busca un acuerdo de paz, iniciar con estos temas desvía el
objetivo principal de silenciar las armas y poner fin a la guerra.
Adicionalmente, el fracaso de los diálogos del Caguán, produjo un desánimo respecto a los
procesos de paz y una desconfianza con respecto al papel de las organizaciones que se
dedicaban a tareas de construcción de paz en Colombia. Si bien el contexto de los diálogos
fue fértil para el surgimiento de nuevos actores (empresa privada, academia, organizaciones
de la sociedad civil, la iglesia católica y varios nuevos países amigos del proceso), la ruptura
de los diálogos produjo un descenso en las buenas intenciones de estas organizaciones que
trabajaban por la paz. (Rettberg, 2012)
Por otro lado, la búsqueda de apoyo de la comunidad internacional estuvo enfocada en la
lucha contra los cultivos ilícitos, tema que se convertiría en eje central de las conversaciones
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de paz. Para los Estados Unidos, por ejemplo, la prioridad del apoyo a Colombia consistiría
en atacar los cultivos ilícitos, lo que cerraría la fuente de financiación para el narcotráfico y,
en consecuencia, acabaría con la violencia y el conflicto. Siendo los Estados Unidos, el
receptor de la mayor cantidad de droga producida en Colombia, el tema del narcotráfico
representaba su mayor preocupación, de allí el protagonismo tan fuerte en el conflicto
colombiano.
Por lo anterior, la intención de paz del Plan Colombia tomó un rumbo diferente ante la
insistencia de Colombia por contar con el apoyo de Estados Unidos, haciendo que el proceso
de paz pasara a un segundo plano, y los objetivos se enfocaran a la lucha antidroga, como
objetivo prioritario bajo los intereses de Estados Unidos. Colombia reafirmó la necesidad del
apoyo de Estados Unidos con su posición de que el país no tenía la autonomía suficiente para
enfrentar el conflicto de seguridad, evidenciando las debilidades del proceso y la falta de
gobernabilidad para ejecutarlo, dándole a Estados Unidos más que un rol de Cooperación y
permitió que este terminara liderando la planeación y ejecución del Plan Colombia e
interfiriera en los asuntos internos del país. (Guerrero, 2011).
Al mismo tiempo, en el escenario internacional tras los ataques del 11 de septiembre de 2001
contra los Estados Unidos, se iniciaba la guerra contra el terrorismo, situación que dejó a las
iniciativas de construcción de paz en un segundo plano y cuestionó el papel que tendría la
comunidad internacional en el proceso de paz. Como lo expresaría el ex canciller Rodrigo
Pardo en la reunión del grupo de Houston en septiembre de 2002 “hubo una falta de
conceptualización clara sobre el papel deseado de parte de la comunidad internacional y de
Europa… en el que se les presentó a las FARC como interlocutores políticos, y después se
les pidió casi al día siguiente que fueran tratados como terroristas” (Cepeda, 2003 p.297).
Era irremediable la vulnerabilidad del proceso de paz ante el nuevo contexto mundial,
especialmente en el discurso dominante de los Estados Unidos sobre la insurgencia, el
narcotráfico y la violencia.
Es así, como en este nuevo contexto la población colombiana acoge la apuesta de la conquista
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y la expansión de la autoridad estatal inherente a la política de Seguridad Democrática
propuesta por el Gobierno de Álvaro Uribe Vélez (2002 – 2006; 2006 – 2010) que desconoció
la realidad del conflicto armado y llevó a cabo una guerra armada frontal contra los grupos
guerrilleros. Esta política daría continuidad a las acciones contrainsurgentes iniciadas en el
gobierno Pastrana, que buscaba debilitar a las guerrillas y ganar la correlación de fuerzas que
permitiera al Estado imponer las condiciones de rendición y negociación en el futuro.
3.2

GOBIERNO DE ÁLVARO URIBE Y EL PROCESO PARAMILITAR

Para el año 2002, con un país cansado de negociaciones de paz infructuosas, el candidato
Álvaro Uribe Vélez gana las elecciones a la Presidencia de la República con la propuesta de
una estrategia militar más fuerte contra los grupos alzados en armas. Lo anterior, sumado al
respaldo financiero y logístico de los Estados Unidos, da inicio a una gran ofensiva militar
contra las FARC conocida como el Plan Patriota, y posteriormente, el Plan Consolidación.
Estos planes destinaron un gran número de soldados en el sur del país para atacar a las FARC
en sus bases y capturar o dar de baja a sus líderes icónicos (Chernick, 2014).
El programa de “seguridad democrática” del gobierno Uribe evidenció una mejora en las
condiciones de seguridad en las ciudades y pueblos del país, pero se pagó un enorme costo
en cuanto al número de víctimas, acciones violentas y desplazamiento. Este mandato se
caracterizó tanto por esa ofensiva contra las guerrillas, como por la desmovilización de las
fuerzas paramilitares de derecha conocidas como las Autodefensas Unidas de Colombia
(AUC).
Algunos de los resultados del programa de “Seguridad Democrática” se evidencian en la
disminución del número de víctimas de homicidios, disminución de atentados terroristas y
casos de secuestro extorsivo, tal como se observa en las siguientes gráficas:

57

Gráfica 4. Colombia, No. De Víctimas de homicidios colectivos (2002 - 2008)

Fuente: Elaboración propia con base en Cicri-Dijín Policía Nacional - Sistema de Seguimiento a Metas de
Gobierno (2008)

Gráfica 5. Colombia, Casos de secuestro extorsivo (2002 - 2008)

Fuente: Elaboración propia con base en Fondelibertad-Sistema de Seguimiento a Metas de Gobierno (2008)
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Gráfica 6. Colombia, No. Atentados terroristas (2002 - 2008)

Fuente: Elaboración propia con base en Cicri-Dijín Policía Nacional - Sistema de Seguimiento a Metas de
Gobierno (2008)

Las AUC se consolidaron a finales de 1990, como una organización paramilitar de
autodefensa de extrema derecha que se originaba en las Autodefensas Campesinas de
Córdoba y Urabá y tenían como objetivo principal combatir a grupos armados de izquierda
ilegales, como las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC), Ejército de
Liberación Nacional (ELN) o Ejército Popular de Liberación (EPL). Bajo la premisa de
combatir las guerrillas comunistas, las AUC recibieron apoyo de políticos, terratenientes,
empresarios, militares, entre otros, como respuesta, supuestamente, a las actividades ilegales
de las guerrillas y la falta de presencia del Estado en las regiones apartadas del país. Los
desmedidos actos de barbarie, masacres, extorsión y secuestro que protagonizaron los
paramilitares, causaron el desplazamiento forzado de miles de personas y los llevaron a ser
clasificados como terroristas por el Gobierno de Colombia, Estados Unidos y la Unión
Europea.
Para conocer una perspectiva general e integral sobre el surgimiento de los grupos
paramilitares y de autodefensa, Romero (2004), rescata varios elementos fundamentales que
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permiten entender las dinámicas de estos grupos en el país. El primero de ellos se refiere a la
ausencia del Estado en proveer seguridad, esto permitió la generación de grupos de justicia
privada como respuesta al accionar de la guerrilla en las regiones. Un segundo elemento
rescatado por el autor se refiere a que el nacimiento de estos grupos se dio como una reacción
contra la guerrilla y sus abusos específicamente respecto de actividades como el secuestro,
el robo y la extorsión. Estos dos primeros elementos hacen parte de una visión reducida de
las aparentes motivaciones del fenómeno paramilitar y de autodefensas.
Por lo anterior, conviene también referirse a factores adicionales que nos permitan entender
el contexto y así tener una perspectiva más amplia e histórica sobre el surgimiento de estos
grupos. Estos factores son, el proceso de apertura política de los años 80, las políticas de
gobierno sobre la negociación con la guerrilla y el proceso de descentralización. Estos grupos
se constituyeron en contra de los cambios, reformas y democratización a nivel local y
regional que las negociaciones de paz y la apertura política buscaban propiciar con el proceso
de descentralización. Se buscaba también impedir la redistribución de la riqueza y el poder
(Romero, 2014).
El proceso de negociación con las AUC se desarrolló durante el primer periodo presidencial
de Álvaro Uribe Vélez en el año 2002. Una vez posicionado Uribe, propuso reabrir la opción
de una salida negociada de paz, con la mediación de las Naciones Unidas. Desde su campaña
presidencial en 2001 y 2002, el entonces candidato reafirmó su disposición de conversar con
los grupos armados ilegales, fueran guerrilleros o autodefensas, bajo el compromiso de cesar
sus acciones violentas; sin reconocerles legitimidad ni a unos ni a otros, abría por igual una
salida dialogada para ambos. (Presidencia de La República, 2006).
A finales del gobierno del Presidente Pastrana en 2002, se adelantaron contactos de la
Conferencia Episcopal de Colombia con los grupos de autodefensas, con el fin de escuchar
las propuestas de los jefes paramilitares quienes habían manifestado su voluntad de una
negociación de paz. Al recibir su cargo, Uribe autorizó a la Comisión Episcopal, conformada
por los Obispos de Montería Julio César Vidal, de Apartadó Germán García y de la Diócesis
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de Sonsón-Rionegro, Flavio Calle, para continuar con su labor. Producto de esta mediación,
en el mes de octubre de 2002 los grupos de autodefensas manifestaron su disposición para
declarar un cese de hostilidades a fin de iniciar un proceso de paz. Por tal motivo, el Alto
Comisionado para la Paz Luis Carlos Restrepo, adelantó los primeros contactos con dichos
grupos, en reuniones que tuvieron lugar durante el mes de noviembre de 2002 (Presidencia
de La República, 2006).
La primera reunión fue en el corregimiento de Ralito (Tierralta, Córdoba) con Salvatore
Mancuso, entonces comandante de las AUC, quien manifestó la intención de algunos bloques
de las AUC de negociar con el Gobierno al lado de las FARC o en mesas paralelas para
alcanzar la paz. El gobierno puso como condiciones mínimas una declaratoria de cese al
fuego unilateral para el inicio de las negociaciones, y las AUC aceptaron mediante una carta
pública dirigida al presidente Uribe en noviembre de 2002 en la que manifiestan que se
acogerán a este requisito a partir del 1 de diciembre de 2002. A la propuesta se sumaron los
Bloques Central Bolívar y la Alianza Oriente (Autodefensas Campesinas de Casanare y las
Autodefensas de Meta y Vichada). El Gobierno entonces, nombra la Comisión Exploratoria
de Paz y tras entablar las primeras conversaciones junto al Alto Comisionado para la Paz, se
designó la sede de las negociaciones en Santa Fe de Ralito, aprobándose con esto el
cronograma, la metodología de las reuniones y se amplió la participación de la mayoría de
los bloques que componían el conjunto de las AUC. Las negociaciones fueron
extremadamente difíciles debido a la ausencia de un liderazgo reconocido, dado que los
grupos paramilitares, a pesar de la conformación de las AUC en 1997, continuaban siendo
más una federación de “señores de la guerra” locales que un movimiento unificado (Duncan,
2006).
Después de varias reuniones durante la fase exploratoria, el 15 de julio de 2003, el Alto
Comisionado para la Paz, los miembros de la Comisión, los delegados de la Iglesia Católica
y los representantes de las Autodefensas suscribieron el "Acuerdo de Santa Fe de Ralito", a
través del cual el gobierno y las AUC acordaron iniciar la etapa de negociación, afirmando
que el propósito de este proceso es "el logro de la paz nacional, a través del fortalecimiento
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de la gobernabilidad democrática y el restablecimiento del monopolio de la fuerza en manos
del Estado".
Las AUC se comprometieron a desmovilizar a la totalidad de sus miembros antes del 31 de
diciembre de 2005, empezando con la desmovilización en noviembre de 2003 del Bloque
Cacique Nutibara y seguido de uno de las más importantes: la del Bloque Catatumbo, en la
cual se desmovilizó Salvatore Mancuso, en diciembre de 2004. Los desarmes colectivos se
extendieron hasta agosto de 2006, los cuales iniciaron con un estimado de 15.000 a 16.000
miembros a desmovilizar, y según la oficina del Alto Comisionado de Paz de la presidencia
de Álvaro Uribe Vélez, durante este periodo se desmovilizaron 31.671 combatientes y se
entregaron 18.051 armas, en los 38 actos de desmovilización. El exjefe paramilitar Fredy
Rendón Herrera, alias el 'alemán’ reveló en una audiencia ante el Tribunal Superior de Bogotá
que esa desmovilización, la primera de las AUC, había sido una “farsa” porque la mitad de
las personas que entregaron sus armas no eran paramilitares (Semana. 3 de julio de 2011).
Por otra parte, la legislación vigente de ese entonces (Ley 418 de 1997) sólo daba amnistía e
indulto y condicionaba cualquier negociación por los delitos cometidos por los miembros de
organizaciones ilegales, a los que se le hubiera reconocido previamente estatus político,
condición que no tenían los paramilitares. Uribe entonces, introdujo una reforma de ley (Ley
782 de 2002) con el fin de facilitar la reincorporación individual o colectiva a la vida civil de
los desmovilizados de las AUC, y garantizar los derechos de las víctimas, pero sin someter
al “perdón y olvido” las graves violaciones a los derechos humanos, crímenes de guerra y
delitos contra el Derecho Internacional Humanitario. (Fundación Paz y Reconciliación,
2016)23.
Esta reforma trajo como “consecuencia jurídica, la exoneración total de responsabilidad a
aquellos integrantes de los grupos paramilitares que no tuvieran procesos o condenas en su

23

Consultado en: http://www.pares.com.co/paz-y-posconflicto/proceso-de-paz-con-las-auc-y-la-ley-dejusticia-y-paz/
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contra, lográndose de esta forma la desmovilización sin ningún tipo de investigación de
aproximadamente 30.000 paramilitares” (Guerrero, 2011: 204). Paralelo al proceso de
desmovilización, el parlamento colombiano aprobó la Ley de Justicia y Paz (Ley 975 de
2005), como el marco jurídico para tratar las condenas y procesos de los paramilitares, con
el fin de disminuir la mayor cantidad de casos de impunidad para los paramilitares que se
desmovilizaron sin ningún tipo de investigación.
El proceso evidenció varias fisuras y al interior de los grupos paramilitares hubo varias
disputas por el poder, entre ellas, las que conllevaron al asesinato de Carlos Castaño, líder de
las Autodefensas, al igual que enfrentamientos entre los bloques del mismo grupo. Por otra
parte, un gran número de paramilitares no se acogieron al proceso, otros entre los
desmovilizados reincidieron y se rearmaron apoyados por estructuras armadas provenientes
del paramilitarismo, producto de una mezcla de disidencias del proceso, rearmes y grupos
emergentes, dando paso a los llamados neoparamilitares. (Cadavid, 2016).
3.2.1 PARTICIPACIÓN DE LA COMUNIDAD INTERNACIONAL
El apoyo de la comunidad internacional en el proceso con las AUC fue limitado y reducido,
en principio por que para las Naciones Unidas los paramilitares no eran un grupo que luchaba
en contra del Estado, por tanto, no fueron reconocidos como actores del conflicto. Sin
embargo, una de las pocas organizaciones multilaterales que se comprometió con la
desmovilización de las AUC fue la Organización de Estados Americanos (OEA); organismo
que desempeñó papel de verificación y acompañamiento de algunas fases del proceso. El 23
de enero de 2004, el Presidente Álvaro Uribe y el Secretario General de la OEA, César
Gaviria, firmaron el convenio que permitió poner en marcha la Misión de Apoyo al Proceso
de Paz en Colombia de la Organización de Estados Americanos, OEA (MAPP), la cual
empezó a ejercer sus funciones en el territorio nacional a partir del mes de febrero del mismo
año, que incluía la verificación y el monitoreo de los acuerdos y el acompañamiento a las
comunidades víctimas de la violencia. Este proceso se llevó a cabo sin el apoyo de la ONU,
que rechazó cualquier respaldo porque no reconocía a las AUC como actor político. (Bayer,
63

2010).
La participación de la OEA estuvo restringida al marco del convenio que establecía un
absoluto respeto con el proceso de negociación, limitando la posibilidad de que la
organización entrara a evaluar el acuerdo suscrito por las partes, por ejemplo, en favor de los
derechos de las víctimas. Lo anterior provocó una eminente oposición de algunos sectores de
la sociedad civil y de Organizaciones no gubernamentales (ONG)24 como Human Rights
Watch (HRW) con que fuera este organismo el que avalara dicho convenio de cooperación.
(Guerrero, 2011). HRW señaló las carencias del mandato pactado para el funcionamiento de
la misión, ya que como lo establece el convenio, sus roles de asesoría y verificación quedaban
limitados ante la restricción que se le impuso de emitir juicios jurídicos y políticos respecto
a las decisiones tomadas por el Gobierno (Human Rights Watch, 2004) Ante los
señalamientos, el Consejo Permanente incluyó a la Corte Interamericana de Derechos
(CIDH) para que asesorara a la Misión y su apoyo pueda aportar a garantizar el pleno respeto
a las normas internacionales de los derechos humanos y del DIH. (OEA. 2004).
Durante los dos primeros años, la Misión tuvo inconvenientes de disponibilidad de recursos
económicos, humanos y logísticos, sin embargo, en 2006 y 2007, la Misión dio cuenta del
apoyo de Holanda, como el principal donante del programa. A su vez, resaltó el compromiso
de apoyo, con dinero, equipos o personal experto, de países como Suecia, Irlanda, Brasil,
Chile, Guatemala, Argentina, Canadá, España, Noruega, Estados Unidos, Bahamas,
Tailandia y Corea del Sur. De igual manera, gracias a las ayudas recibidas, hacia finales del
2007 la Misión había logrado quintuplicar su número de colaboradores a 103 personas,
contando con 34 expertos internacionales provenientes de 16 países diferentes, 17 expertos
de origen colombiano, 43 funcionarios de apoyo y 9 promotores comunitarios. (OEA. 2006,

24

Las ONG de derechos humanos del país hicieron fuertes críticas con respecto a la impunidad producto de la
extradición de los comandantes paramilitares y las reformas de ley que los beneficiaron, dado que se alejaba la
posibilidad de que los paramilitares confesaran sus delitos, se les impusiera una condena y se alcanzara una
reparación a las víctimas.
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2007)
Aunque el papel de la OEA en el proceso con los paramilitares fue de gran importancia, se
demostró una falta de rigor estricto en el proceso de verificación y desarme. Allí se puso en
evidencia el desconocimiento del Gobierno y los verificadores, de la dimensión del fenómeno
paramilitar. Esto fue un detonante a la hora de controlar la participación de personas ajenas
al proceso, que buscaban obtener los beneficios jurídicos y económicos destinados para los
combatientes e intervenir en la estimulación de falsas desmovilizaciones para presentar como
exitoso un proceso de paz fuertemente cuestionado desde sus inicios (Guerrero, 2011).
Por otra parte, a finales de 2002, se designó a Michael Frühling, como nuevo director de la
Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos
(OACNUDH) en Colombia, la cual se centró en hacer seguimiento “a las implicaciones que
para los derechos humanos representaban la “terrorización del conflicto armado” y el
controversial proceso de desmovilización de los grupos paramilitares. Este nuevo escenario
degeneró en que el Ejecutivo convirtiera a la Oficina en lo sucesivo en blanco recurrente de
desatinadas presiones e injustas descalificaciones”. (Guerrero, 2011: 477)
Esta desacreditación por parte del Gobierno, surgió como consecuencia de las sugerencias
que hizo la OACNUDH en el campo de la prevención y promoción de los derechos humanos;
y de las recomendaciones en materia del reforzamiento institucional con el fin de evitar la
impunidad en el proceso, las cuales según sus informes en los Encuentros de Coordinación
Internacional y Cooperación Externa, no fueron cumplidas a cabalidad por el gobierno de
Colombia. Esta organización, consideró como insuficientes los mecanismos para el
cumplimiento de la verdad, justicia y reparación de víctimas, en la Ley de Justicia y Paz. A
su vez, que contempló de ineficiente el marco jurídico para adelantar el proceso de
negociación con el paramilitarismo, pues no estaba en capacidad de garantizar
simultáneamente el desmantelamiento total de los grupos paramilitares, la reinserción
adecuada de los desmovilizados a la vida civil y el respeto por los derechos de las víctimas.
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(OACNUDH. 2006). Entre 2003 y 2006, el nivel de tensión producto de los desacuerdos
entre el Gobierno y la OACNUDH, alcanzaron alto nivel de tensión, principalmente a
consecuencia de la presentación por parte del Ejecutivo del Estatuto Antiterrorista y de la
Ley de Justicia y Paz. La OACNUDH fue señalada de prestar poca importancia a la lucha
contra el terrorismo (Guerrero, 2011).
En tanto, las desmovilizaciones no garantizaron el desmonte total del paramilitarismo y el
descontento por el incumplimiento en los procesos de reinserción, se crearon nuevos grupos
neo paramilitares o bandas criminales, “lo que el Gobierno opta por llamar en la actualidad
como “BACRIM” sólo puede considerarse como la máscara bajo la que se oculta la
metamorfosis del paramilitarismo y, por tanto, el fracaso de un proceso de reinserción que
fue avalado apaciblemente por un actor verificador débil y manipulable, sin capacidad de
oposición y denuncia” (Guerrero, 2011: 513).

3.2.2 LECCIONES
A pesar del aparente éxito del proceso de desmovilización de las AUC, en cuanto a la
terminación del conflicto, se demostró que el proceso fue improvisado y carecía de políticas
públicas que brindaran mejores condiciones para los desmovilizados y las víctimas del
paramilitarismo.

Además, se evidenció una falta de coordinación tanto en los países

involucrados como al interior del país. Álvaro Villarraga, director del programa Acuerdos de
la Verdad del Centro Nacional de Memoria Histórica (CNMH), en su informe
Desmovilización y Reintegración paramilitar: panorama pos acuerdos con las AUC, explicó
que el mayor problema del proceso con las AUC fue la falta de transparencia de ambas partes.
De los paramilitares porque inflaron las cifras de combatientes para tener mayor peso en las
negociaciones, y del gobierno porque no tuvo una política pública definida frente a quiénes
se iban a desmovilizar. Los paramilitares eran en realidad entre 14 mil y 16 mil efectivos,
pero se permitió más de la duplicación de personas y se desmovilizaron 31 mil.

66

Otro problema que detectó fue el prolongado periodo de tiempo en el que se dieron las
desmovilizaciones de los grupos paramilitares, dado que los informes de la MAPP/OEA
fueron estableciendo que este largo periodo de tiempo se dio espacio para que se presentaran
fenómenos como desplazamiento de estructuras no desmovilizadas a regiones donde otras ya
se habían desmovilizado, manejo de armas entre los grupos y nuevos hechos de
victimización. El informe hace referencia a las cifras de la Comisión Colombiana de Juristas,
que indican que 4.820 personas fueron asesinadas o desaparecidas por grupos de
autodefensas durante el proceso de negociación y desmovilización, pese a que estaba
condicionado a un cese de hostilidades.
Otro inconveniente esgrimido por Villarraga (2015), fue el no evitar el rearme, pues puso en
riesgo tanto a las víctimas y arriesgó la garantía de no repetición de la violencia, como a los
desmovilizados que querían reincorporarse a la sociedad civil. Las desmovilizaciones
paramilitares tuvieron niveles de reincidencia altos: entre el 20% y el 30%. Eso le quitó
legitimidad al proceso, creó tensiones y fomentó nuevas formas de violencia. De este modo,
poco tiempo después de la desmovilización de las AUC, surgieron nuevos grupos armados
con personas que no entregaron las armas y con desmovilizados que decidieron regresar a la
ilegalidad.
De acuerdo con los análisis del informe de la Comisión Nacional de Memoria Histórica
(CNMH, 2015), a partir de sus disputas por control territorial y fuentes de financiación, las
Bacrim se convirtieron en las principales responsables de violaciones de derechos humanos.
Según el banco de datos del Centro de Investigación y Educación Popular (CINEP),
ocurrieron 1.132 hechos victimizantes atribuibles a estos nuevos grupos armados en 2010,
2.109 en 2011, 1.839 en 2012, 916 en 2013 y 875 en 2014.
Por su parte Guerrero (2011: 511) señala como un caso negativamente paradigmático la
reinserción de los paramilitares en Colombia y resalta el cómo no debe adelantarse un
proceso de estas características:
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“El proceso de reinserción nació condenado al fracaso desde el mismo momento en
que las autoridades públicas fueron incapaces de prever el volumen total de
desmovilizados. Las más de 20.000 personas de más que se acogieron al proceso
provocaron que en términos económicos y logísticos el modelo de reinserción
planteado se tornara en absolutamente insostenible, impidiendo el cumplimiento
mínimo de las expectativas de acoplamiento socioeconómico de los desmovilizados”.
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CAPÍTULO 4.

LOS DIÁLOGOS DE LA HABANA: PROCESO Y ALCANCES DEL
INVOLUCRAMIENTO INTERNACIONAL

4.1 CONTEXTO Y DESARROLLO DE LOS DIÁLOGOS
Después del escalamiento del conflicto armado que se vivió en Colombia durante los
gobiernos de Álvaro Uribe Vélez (2002-2006 y 2006-2010), la ofensiva militar apoyada por
los Estados Unidos inclinó la balanza en el terreno de la confrontación a favor del gobierno.
Lo anterior, sumado a su ventaja política, hizo que las FARC acabara diezmada en el terreno
militar y deslegitimada tanto en el país como en el exterior (Echandía, 2006). A su vez, la
alianza entre grupos económicos, militares y narcoparamilitares, permitieron recuperar el
control de territorios estratégicos que eran dominio de las FARC (González, 2013).
Uribe decidió continuar con el razonamiento de aumentar la capacidad militar para obtener
ventajas en la mesa de negociaciones, y opta por diferir un posible diálogo hasta que las
condiciones en el terreno militar fueran más favorables para el gobierno. Este escenario
obligó a la guerrilla a perder el control territorial que tuvo por mucho tiempo, especialmente
en las zonas donde estaban ubicados importantes recursos mineros, energéticos y
ambientales. Durante este retroceso, las FARC recibieran los golpes militares más fuertes de
su historia, lo que los obligó a replegarse a la selva profunda.
Para el año 2008, la desaparición de dos de los líderes históricos de las FARC (Manuel
Marulanda y Raúl Reyes), permitió un relevo en el mando de esta guerrilla. Como lo asegura
Frank Pearl en 2010, este nuevo mando es más educado, intelectual y al corriente del contexto
internacional (El País, 8 de diciembre de 2010). De los últimos siete miembros del
Secretariado del Estado Mayor de las FARC, solamente sobrevivían Timochenko e Iván
Márquez, sobre quienes recayó el cambio generacional del comando de esta guerrilla, que la
hizo pasar de una “visión rural del tiempo, la guerra popular prolongada, a una visión más
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inmediatista, el tiempo de la acción política” (Pizarro, 2017: 374).
Como concluye Gómez (2013), el gobierno de Uribe alcanzó importantes mejoras en la
seguridad ciudadana, disminución de la tasa y número de homicidios y masacres, una
importante caída en los secuestros entre otros importantes indicadores. La seguridad
democrática recompuso la seguridad en el país, y en gran medida, creó el camino que habría
de llevar a la paz en los diálogos de la Habana con las FARC. Esta situación dio a entender
a la guerrilla la imposibilidad de conseguir el poder por las armas, y demostró la incapacidad
de la lucha armada como estrategia de cambio revolucionario; todo esto, sumado a una
progresiva neutralización en el terreno militar y a un aislamiento internacional, los llevó a
reconocer la necesidad de abordar por la vía de la negociación los cambios estructurales que
daban sentido a su lucha.
Para el mes de enero de 2010, el entonces Alto Comisionado de Paz, Frank Pearl, durante
una reunión con el embajador de los Estados Unidos William Brownfield, le comunica que
el gobierno nacional había desarrollado canales de comunicación con la guerrilla para generar
un ambiente que garantizara la confianza y así preparar una hoja de ruta en la búsqueda del
final del conflicto (El Tiempo, 9 de diciembre de 2010), y que tanto las FARC, como el ELN
exigieron cuatro condiciones para un eventual diálogo de paz. 1. El gobierno ha de mostrar
apoyo unánime y sin ambigüedades al acuerdo, 2. Distanciamiento de las Fuerzas Militares
en el proceso, 3. Participación del sector privado (quienes son considerados por la guerrilla
como el poder detrás del poder en la política colombiana) y, 4. Acompañamiento
internacional desde el inicio de las negociaciones. (Fisas, 2017).
En junio de 2010, las elecciones presidenciales dan como ganador a Juan Manuel Santos,
quien es elegido con un programa de continuación de la política de gobierno del expresidente
y ahora senador Álvaro Uribe. Durante su discurso de investidura, Santos manifiesta que “la
puerta del diálogo no está cerrada con llave” y que durante su gobierno buscaría sembrar las
bases para una verdadera reconciliación entre los colombianos. Igualmente afirma que el
gobierno estará dispuesto a cualquier conversación que busque eliminar la violencia y
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permita construir una sociedad más próspera, equitativa y justa (Fisas, 2017:20).
Después del día de la posesión del nuevo presidente, en el mes de agosto de 2010, el entonces
presidente venezolano Hugo Chávez declara que la guerrilla colombiana debería
manifestarse por la paz con demostraciones contundentes de esta voluntad, como por ejemplo
la liberación de secuestrados; para Chávez, el futuro de las guerrillas en Colombia no va por
el camino de las armas. Para el mes de septiembre de 2010, las FARC manifiestan su
disposición para conversar con el gobierno y encontrar una salida política al conflicto social
y armado que vivía el país. Para la guerrilla, las exigencias establecidas por el gobierno
deberían ser el resultado de lo dialogado y no una condición previa. Para aquel entonces,
gobierno y FARC ya habían realizado un primer encuentro con Pablo Catatumbo, miembro
del Secretariado de las FARC y Henry Acosta25, quien había servido de facilitador entre el
gobierno anterior y la guerrilla, y que continuaría durante este proceso por representar para
las partes un canal “directo, eficiente y discreto para resolver diversas crisis que se fueran
presentando” (Fisas, 2017: 22).
El primer encuentro entre gobierno y las FARC se llevó a cabo en el sur del departamento
del Cesar; más tarde, gracias al apoyo y las gestiones de Hugo Chávez, se llevaron a cabo
otras reuniones en Venezuela en dónde se comenzó a hablar de diálogos formales. Estos
acercamientos permitieron a las partes ganar la confianza suficiente para iniciar un proceso
de paz, y este clima de confianza dio paso a lo que conocimos como “fase exploratoria”, que
se prologaría hasta el 26 de agosto de 2012, fecha en la que se firma el “Acuerdo General
para la Terminación del Conflicto y la construcción de una paz estable y duradera”.
A principios de mayo de 2011, el presidente Santos reconoce que en Colombia había
conflicto armado interno desde hacía mucho tiempo (y no una amenaza terrorista como
sostenía el gobierno anterior). Esta declaración marca una gran distancia con uno de los
25

Junto con Luis Carlos Restrepo y Frank Pearl, el economista del Valle del Cauca Henry Acosta hizo parte
del canal de comunicación que estableció el gobierno Uribe y que sería utilizado también por el nuevo gobierno
Santos. Tarea nada fácil para el equipo, ya que el nuevo presidente había sido ministro de defensa del gobierno
Uribe en el tiempo más desastroso militarmente para las FARC. (Pizarro, 2017)
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postulados esenciales de la administración Uribe. En este sentido, como lo afirma Guerrero
(2015), este reconocimiento legal – recogido en la Ley 1448 de 2011 o Ley de Victimas,
permitió a los actores al margen de la ley adquirir un estatus diferente: la capacidad de
interlocución política y, por tanto, la capacidad de negociar con el Estado26. Pizarro (2017)
define este momento como el primer paso para abrir los canales de comunicación entre las
partes. Si bien se habían mantenido contactos previos a estas declaraciones, este
reconocimiento, sumado al apoyo de países como Noruega y Cuba muestran la clara voluntad
para negociar.
Cepeda (2016) sintetiza el desarrollo de este proceso con las FARC desde sus inicios en 2010,
en tres etapas: una secreta o exploratoria; una de negociación propiamente dicha y una última
de implementación. En este sentido, Pizarro (2017) resume este proceso tal como se muestra
en el cuadro 1.
Cuadro 2. Fases previstas para el proceso de paz con las FARC
Fase 1. Reconocimiento de la voluntad mutua para negociar
Fase exploratoria

Fase 2. Determinación del mapa de ruta: agenda, reglas de
funcionamiento, participantes, lugar, rol de la comunidad
internacional

Fase de negociación

Acuerdo General para la Terminación del Conflicto y la
construcción de una paz estable y duradera
Aplicación de los acuerdos

Fase de
implementación

Refrendación de los acuerdos
Desmovilización, desarme y reintegración (DDR)

26

Los principios sobre los que se construyó la Ley de Víctimas (Ley 1448 de 2011), luego de que el presidente
Santos reconociera la existencia de un conflicto armado en Colombia, tuvieron una positiva acogida en la
comunidad internacional; de hecho, los Estados Unidos – desde dónde se esperaban las más fuertes críticas a
esta ley – realizó importantes apoyos tanto políticos como económicos al proceso. (Guerrero, 2015).
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Implementación legal de los acuerdos sustanciales
Tránsito de armas a la política
Modelo de justicia transicional
Tomado de: Pizarro, E. (2017). Cambiar el futuro. Historia de los procesos de paz en Colombia
(1981-2016). Penguin Random House Grupo Editorial. Bogotá

Así pues, durante esos primeros meses del año 2011, de forma secreta y con el apoyo de los
gobiernos de Cuba y Venezuela, se daba inicio a actuales conversaciones de paz; 18 meses
después se obtiene el Acuerdo General que define la ruta y los temas a negociar. Este acuerdo,
firmado y convenido como hoja de ruta por el gobierno nacional colombiano y las FARC,
toma las lecciones aprendidas de los pasados intentos de negociación y se ajusta al actual
estado de fuerzas militares y políticas de los actores en disputa; el 26 de agosto de 2012 se
firma el Acuerdo General para la terminación del conflicto y la construcción de una paz
estable y duradera, el cual contiene la agenda de intereses en el propósito de llegar a un
acuerdo por la vía negociada. En este documento se determinó el temario, las reglas de
funcionamiento, el lugar de las negociaciones, la forma en la que se componen los equipos,
el papel de la comunidad internacional, entre otros.
Al momento del anuncio de la agenda que se llevaría en la Habana, en el mes de agosto de
2012, tanto el gobierno como las FARC demostraron que habían aprendido la lección de
definir en la negociación los puntos concisos y realistas que podían ser acordados en una
negociación de paz. Estos cinco puntos (1. Política de desarrollo agrario integral, 2.
Participación política, 3. Fin del conflicto, 4. Solución al problema de las drogas ilícitas, y 5.
Víctimas), muestran que desde el principio los temas esenciales son producto de un acuerdo
y una voluntad previa que otorga a los diálogos un límite que diferencia lo negociable de lo
que no lo es. (Chernick, 2016)27

27

Marc Chernick (2016) encuentra que entre 1982 y 2002, se formularon dos modelos para negociar la paz;
uno basado en una agenda amplia que se concentra en temas de fortalecimiento del Estado, reformas judiciales,
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Esta agenda fue realista, concisa y recogió los temas centrales que habían propiciado más de
50 años de guerra continua; las cuestiones de tierra y participación política, son puntos que
históricamente han hecho parte de la agenda amplia de las FARC; y los temas de las drogas,
víctimas y fin del conflicto, respondieron más al clamor de la sociedad civil y a la agenda
gubernamental. La realidad de agenda consensuada con las FARC, que se firmó el 26 de
agosto de 2012, fue decisiva para su éxito; esto, sumado a la voluntad de las partes para
iniciar los acercamientos sobre tres principios rectores muy bien definidos: 1. Aprender de
los errores del pasado, 2. Cualquier proceso debe llevar al fin del conflicto y no a su
prolongación y 3. Mantener las operaciones y presencia militar sobre todo el territorio
nacional (Fisas, 2017: 27)
4.2 EL TRIUNFO DEL NO EN EL PLEBISCITO
Después de cuatro años de diálogos, el 24 de agosto de 2016 se lleva a cabo la suscripción
del “Acuerdo final para la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y
duradera”, acuerdo que cerró las negociaciones entre el gobierno y las FARC. Sin embargo,
pese a que el Presidente, teniendo las facultades constitucionales para refrendar directamente
lo acordado, decide someter el acuerdo a una refrendación popular mediante un plebiscito
que fue convocado para el 2 de octubre de 2016. La papeleta de votación constaba de una
sola pregunta “¿Apoya el acuerdo final para la terminación del conflicto y construcción de
una paz estable y duradera?”, y de manera sorpresiva el NO se impuso, (con el 50.21% de
los votos -6.431.376-, contra el 49.78% -6.377.482- del SI) en la jornada con una diferencia
un poco mayor a los 50.000 votos y con una abstención del 62%; votaron 13.066.047
personas, de 34.889.945 de los electores habilitados para hacerlo.28

reformas políticas, derechos humanos, seguridad, medio ambiente y otros temas críticos; y otro en una agenda
restringida que abarca los temas de desarme, desmovilización y reintegración (DDR). Para el caso colombiano,
Chernick concluye que el asunto clave consiste en encontrar un equilibrio para la agenda de negociaciones entre
la discusión de temas estructurales, o si debe restringirse a acuerdos de DDR.
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Eduardo Pizarro (2017) describe de forma sucinta varios factores que pueden explicar el
porqué, en una sociedad que abiertamente manifiesta su deseo de paz, se obtuvo este
resultado en el plebiscito: un texto extenso y de difícil lectura y asimilación; una pregunta
que exigía al votante a decidir la totalidad del texto (así tuviera objeciones parciales); una
campaña sistemática de mentiras, desinformación y generación de miedo por parte de los
promotores del NO, una gran polarización nacional, la desaprobación de la sociedad
colombiana sobre muchas políticas del gobierno Santos sumado a un histórico rechazo de la
opinión pública hacia las FARC, dejó al país con la sensación de haberse partido en dos y
que el esfuerzo de paz se había perdido.
Después de la derrota, el gobierno Santos decide reunirse con los promotores del NO y, a su
vez, solicita a las FARC que aceptaran ajustar el documento firmado sobre la base de las
nuevas discusiones y sesiones de trabajo con los líderes del NO. Después de recoger más de
400 modificaciones al texto del Acuerdo inicial y de discutirlo con la contraparte en la
Habana se anuncia que ya se había logrado un acuerdo final, definitivo e inmodificable con
las FARC; texto ahora refrendado por la vía parlamentaria en Senado y Cámara, gracias a las
mayorías de la coalición del gobierno.
La aprobación de lo acordado tuvo lugar el 29 y 30 de noviembre de 2016 y de inmediato
inician los pasos para implementar los acuerdos y el proceso por etapas de desarme,
desmovilización y reintegración de los ahora ex combatientes de las FARC. Para Pizarro
(2017) esta decisión de firmar un acuerdo definitivo, sin una nueva ronda de conversaciones
que involucre las demandas de los promotores del NO, deja al país en una preocupante
división y con la incertidumbre de vivir dos escenarios posibles: baja implementación de los
acuerdos en el futuro o que un futuro gobierno reverse lo acordado.
Un hecho igual de importante y de gran relevancia para el momento, tiene que ver con el
galardón que recibe el presidente Juan Manuel Santos como Nobel de Paz. No habían pasado
más de cinco días después del plebiscito que daría la victoria al NO a los acuerdos de paz
entre gobierno y FARC, y el país amanece con esta inesperada noticia. Este premio significó
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una decidida manifestación de apoyo de la comunidad internacional para el proceso de paz y
de respaldo al mandatario, además de un voto de confianza a no cesar en la búsqueda de la
consolidación de un escenario de paz.
4.3 PARTICIPACIÓN DE LA COMUNIDAD INTERNACIONAL
Es importante resaltar, en el sentido que mencionan Borda y Tickner (2011) que en Colombia
se presenta un alto grado de personalismo y presidencialismo en la implementación de la
política exterior, lo que hace que las decisiones de política sean de turno y no sean
continuadas con el tiempo. Claro ejemplo de ello es el cambio del discurso del gobierno
Santos que está a favor de los procesos de paz, que entiende las motivaciones políticas de las
guerrillas y por ello les otorga cierto grado de legitimidad (Borda, 2012). Es el retorno al
discurso de la paz lo que distanció la forma en la que se entendía el conflicto colombiano en
el escenario internacional durante los últimos 50 años; desde el enfrentamiento entre
capitalismo y comunismo durante la guerra fría – gobierno Turbay, pasando por la lucha
contra las drogas – gobiernos Gaviria, Samper y Pastrana – y más recientemente la lucha
contra el terrorismo – gobierno Uribe – (Gómez, 2013).
La política exterior del gobierno Santos se ha enfocado en mostrar una imagen de un país
renovado y próspero que está saliendo de un conflicto armado histórico. Esta apuesta por un
país sobresaliente, ha logrado atraer la atención del mundo a Colombia; claro ejemplo de ello
se denota en las candidaturas al Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, la Secretaría
General de UNASUR y a la Organización para la Cooperación y el Desarrollo – OCDE –. A
lo anterior, se suma la importancia que el presidente Santos le dio a la región. Cerca del
colapso de las relaciones con los países vecinos heredado del gobierno Uribe, Santos se
empeñó en reconstruirlas para hacer de la región un espacio de respaldo y eventual protección
a los diálogos; de esta manera, si se llegase a encontrar el escenario perfecto, el primer apoyo
que buscaría el gobierno sería el de la región.
Este nuevo escenario explica, en gran parte, la elección de Cuba, Venezuela y Chile como
países acompañantes y garantes, donde se logró su respaldo logístico, el apoyo político y
76

reconocimiento a lo logrado en el proceso. Noruega sería escogida igualmente como país
garante del proceso, por su reconocida experiencia en el acompañamiento a otros procesos
de negociación. Esa configuración del proceso de paz, con un modelo de negociación local,
con una participación contenida de la comunidad internacional, y un protagonismo
importante de la región, pone de manifiesto que la región es, en parte, encargada y
responsable de impulsar decisivamente una solución definitiva al conflicto armado
colombiano.
En cuanto a la dinámica propia de las negociaciones, gobierno y FARC establecieron desde
la fase exploratoria, una metodología de autocomposición; esto significa que los únicos
protagonistas del proceso y de la elaboración de los acuerdos, deben ser las partes. Así, el
papel de la comunidad internacional, ha tenido una participación contenida (Gómez, 2013).
Esto quiere decir que hay ciertos actores elegidos de forma cuidadosa, a los cuales se les
otorga un papel específico. A diferencia del despliegue de ayuda internacional de proceso del
Caguán, el proceso de La Habana se ha caracterizado por tener a un grupo de países que no
van más allá de las funciones para las cuales fueron elegidos, lo que marca una gran distancia
estratégica respecto del modelo intrusivo implementado en el proceso del Caguán.
Fisas (2017) expone los aportes más importantes de la Comunidad Internacional durante la
fase previa a los diálogos como durante su desarrollo. Para la fase exploratoria de los diálogos
se definieron los países que acompañarían este proceso. Para esto se establecieron dos
grupos: el primero, los países garantes (Noruega y Cuba) quienes tuvieron la función de ser
los observadores de todas las negociaciones, y por tanto, estuvieron presentes en todas las
rondas. Y, el segundo, los acompañantes (Venezuela y Chile); igual de fundamentales para
la negociación ya que son países cercanos a las partes, que brindaron garantías en materia
política y sirvieron de puente con la comunidad internacional para capitalizar respaldos.
En cuanto a los apoyos políticos al proceso, varios países y organismos nombraron a sus
representantes. Estados Unidos nombró a Bernie Aronson como encargado para seguir el
proceso de paz con las FARC, sin ninguna función ejecutiva; Alemania creó el cargo de
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comisionado especial para el proceso nombrando a Tom Koenings; UNASUR, por su parte,
nombró al exministro de defensa Uruguayo José Bayardí, como encargado para la comisión
técnica sobre el alto al fuego bilateral. (Fisas, 2017). Por su parte la Unión Europea delegó a
Eamon Gilmore, exministro de Relaciones Exteriores de Irlanda, como enviado de la UE para
el proceso de paz; el secretario general de la ONU, delegaría a Jean Arnault como
representante en la subcomisión de Dejación de Armas e Incorporación a la Vida Civil. Un
hecho importante para el acompañamiento futuro, fue la decisión del Consejo de Seguridad
de la ONU de crear la Misión Política para Colombia que participaría durante un año (después
de la firma del Acuerdo final de Paz) como componente internacional y coordinadora de un
mecanismo tripartito (Gobierno, FARC y ONU) que permita vigilar y verificar el cese del
fuego y de hostilidades bilateral y definitivo.
Otro asunto importante a tener en cuenta, se centra en la utilización de escenarios
multilaterales como espacios para buscar respaldos y aceptación de los acuerdos logrados
con las FARC. Esto le ha servido al gobierno Santos para mantener al tanto a la comunidad
internacional sobre los avances de las negociaciones, sin tener dentro del país a un conjunto
de Estados y organizaciones que eventualmente pudieran llegar a entorpecer el proceso. Sin
embargo, los efectos de esta decisión se desconocen, ya que los organismos multilaterales
tienen mejores condiciones y diversos recursos para acompañar procesos de paz.
En cuanto a los apoyos económicos, se han creado, con el objetivo de facilitar la recepción y
la ejecución de recursos y canalizar la ayuda recibida por parte de la comunidad internacional
en el posconflicto colombiano, cuatro fondos internacionales. Estos fondos apalancan nuevos
recursos, crean incentivos para la coordinación entre gobiernos y generan confianza e interés
en los países cooperantes. La Agencia Presidencial de Cooperación Internacional de
Colombia APC – Colombia ha sido partícipe de las negociaciones con los donantes para
delimitar la operación de los fondos y lidera la estrategia de consecución de recursos para
estos fondos (APC Colombia, 2017).
Para ello, el Presidente Juan Manuel Santos, firmó el 27 de Abril de 2017, el decreto mediante
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el cual se crea el Fondo Colombia en Paz (FCP), que financiará a través de contrapartidas
nacionales (provenientes del presupuesto nacional y regalías), proyectos que se implementen
con aportes de la cooperación internacional bajo los cuatro fondos internacionales
relacionados con el posconflicto: Fondo de Banco Interamericano de Desarrollo, Fondo del
Banco Mundial, Fondo Multidonante de las Naciones Unidas y Fondo de la Unión Europea
(Agencia Presidencial de Cooperación Internacional de Colombia, -APC Colombia-, 2016).
El Presidente afirmó que este Fondo es de gran importancia para convertir la construcción de
la paz en mucho más que el fin de la guerra (Presidencia de la República, 2007)
El primer fondo, es el creado con el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), Fondo
Colombia Sostenible. “Este fondo busca apoyar proyectos que permitan maximizar los
dividendos ambientales, económicos y sociales de la paz en Colombia, especialmente en los
territorios afectados por el conflicto” (APC – Colombia, 2017)29. El segundo fondo es con
el Banco Mundial (BM), fue creado en el año 2014 y tiene como objetivo mejorar el acceso
a entidades del gobierno a información experiencias y financiamiento para apoyar la agenda
de posconflicto a través de 1. La creación de conocimiento, 2. Provisión de asistencia técnica
y 3. Mejor acceso a la financiación.30El tercer fondo, el Fondo Multidonante de las Naciones
Unidas para el Posconflicto en Colombia, que apoya proyectos e iniciativas de construcción
de paz, con énfasis en desminado, sustitución de cultivos y fortalecimiento de la presencia
estatal en el territorio. Busca apoyar la estrategia de estabilización del gobierno en el corto y
mediano plazo, a través del alistamiento para la implementación de los Acuerdos de Paz; las
estrategias de respuesta rápida y la implementación temprana de lo acordado31. Finalmente,
el fondo fiduciario de la Unión Europea (UE) para la paz, fue creado con el objetivo de
rescatar las experiencias de los Laboratorios de Paz de la UE implementados en ciertas
regiones entre los años 2002 a 2012, y tiene como objetivo “apoyar la implementación de
los acuerdos de paz, durante las fases de recuperación temprana y estabilización, enfocado
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Consultado en https://www.apccolombia.gov.co/pagina/fondo-bid
Consultado en https://www.apccolombia.gov.co/pagina/banco-mundial
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principalmente en el desarrollo rural integral” 32
Paralelo a lo anterior, es importante señalar que, debido a que Colombia es catalogado como
un país de renta media – alta, los recursos de cooperación de la UE hacia Colombia se han
reducido gradualmente; esto, debido al compromiso de la UE de cumplir el objetivo principal
del Programa para el Cambio – anunciado en el año 2011 – que busca aumentar el impacto y
la eficacia de la política de desarrollo, a través de la redirección de los recursos de la ayuda,
hacia países donde es más necesaria para hacer frente a la reducción de la pobreza y donde
los proyectos puedan tener más impacto. Así las cosas, los países que se encuentran en vías
de crecimiento sostenidas o sean capaces de gestionar recursos propios, como Colombia,
verán una reducción de la ayuda, o en el mejor de los casos buscarán nuevas formas de
asociación y nuevas formas e instrumentos de cooperación.
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CONCLUSIONES
Las características del conflicto armado colombiano han logrado permear las estructuras más
profundas de nuestra sociedad, nuestra cultura y la forma en que entendemos el país. Las
generaciones que nacieron y vivieron con el conflicto, han sido testigos de nuevas y
desastrosas formas de violencia que se han perpetuado, como la intolerancia política, el
narcotráfico, el contrabando, la exclusión económica y política y el surgimiento de ideologías
que intentan legitimar el uso de las armas. La cotidianidad de la violencia de los últimos
cincuenta años, ha formado una sociedad escéptica al cambio y la transformación.
Luego de cuatro años de negociaciones, y tras la anhelada firma del Proceso de Paz entre el
gobierno colombiano y la guerrilla de las FARC, el país se enfrenta a monumentales retos en
una de las fases, tal vez, más difíciles de esta negociación que pone fin al conflicto armado.
La implementación de los acuerdos supone para el país, recuperar cerca de 242 municipios
víctimas del accionar militar de las FARC, la reinserción a la vida civil de los casi 7.000
guerrilleros desmovilizados, las operaciones de desminado humanitario, la sustitución de
cultivos ilícitos y la reconciliación de una sociedad abatida por años de violencia, entre otras.
Estos acuerdos de paz son oportunidades históricas para que el país aborde y reoriente sus
políticas de largo plazo, y lo encaminen a resolver sus problemas estructurales, para eso se
deben aumentar los esfuerzos para cumplir lo propuesto en el plan estratégico para el
postconflicto.
El Alto Consejero para el Posconflicto, Derechos Humanos y Seguridad, Rafael Pardo Rueda,
en su Boletín No.1 “Así va el posconflicto”, resalta que la firma de los acuerdos de La Habana
va más allá del desarme de más de siete mil hombres. Para el futuro, la implementación de
los acuerdos representa materializar el compromiso del Gobierno para llegar a las regiones
históricamente desatendidas; y para ello, se ha creado la institucionalidad necesaria para
ejecutar un ambicioso plan enmarcado en tres grandes ejes de implementación: la normativa,
la socioeconómica y la reincorporación de los exguerrilleros a la vida civil.
La implementación normativa, tiene como objetivo establecer el marco legal que permita la
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puesta en marcha de planes, programas, estrategias y acciones, de cara a esta nueva etapa que
emprende el país. La implementación socioeconómica, representa la ejecución en el territorio
de la firme intención del Estado en reducir las brechas sociales y económicas entre el campo
y las ciudades. Por último, la reincorporación de los exguerrilleros a la vida civil, comprende
la fuerza de Estado para que la legalidad y la sostenibilidad social y económica permitan que
estos colombianos retornen con normalidad a la vida civil.
Como un primer momento de la implementación de los acuerdos, el gobierno avanzó en un
plan de intervención para los 100 primeros días luego de la refrendación del Acuerdo Final.
El período que comprendió la ejecución de este plan es entre el Día D (refrendación), es
decir, 1 de diciembre del 2016, hasta el 10 de marzo del 2017; por lo que para los primeros
100 días, se priorizaron acciones en los 26 municipios donde se instalaron las Zonas
Veredales Transitorias de Normalización (ZVTN) y los 30 municipios con mayor presencia
de cultivos ilícitos, arrojando un total de 51 municipios.
Sin embargo, varias alertas se dieron a conocer sobre el surgimiento y el avance de bandas
criminales en las zonas abandonadas por las FARC. La Fundación para la Paz y la
Reconciliación (2017), alertó sobre esta problemática argumentando que, en algunos
municipios, se evidenciaba la presencia de nuevos grupos armados ilegales y estructuras
criminales, que tendrían interés en controlar las economías ilícitas como los cultivos de coca,
la minería ilegal y la extorsión. El repliegue de los guerrilleros ha abierto la puerta a la
ocupación del segundo grupo insurgente activo en Colombia, el Ejército de Liberación
Nacional (ELN), y a la expansión de bandas criminales y mafias dedicadas al narcotráfico
como el Clan del Golfo y a la disidencia de las FARC.
En ese mismo sentido, el Defensor del Pueblo, Carlos Alfonso Negret Mosquera, presentó
en marzo de 2017 el Informe Especial de Riesgo: “Violencia y amenazas contra los líderes
sociales y los defensores de derechos Humanos” donde señala que durante el periodo
comprendido entre el 1 de enero de 2016 y el 01 de marzo de 2017, ocurrieron 156
homicidios, 5 desapariciones forzadas y 33 casos de atentados contra líderes sociales. Los
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temores de las FARC frente a estos continuos hechos de violencia no son nada infundados.
Otra de las advertencias consignadas en el informe anual del Alto Comisionado de las
Naciones Unidas para los Derechos Humanos (2016), sobre esta situación en Colombia
señala:
“Los grupos armados pos desmovilización y actores conexos socavan constantemente los
derechos humanos y la seguridad ciudadana, la administración de justicia y la construcción
de paz, incluyendo la restitución de tierras. La desarticulación de grupos que mantiene
control sobre tierras despojadas a través del uso de la violencia o las amenazas, constituye
un desafío permanente para la paz”.
Es entonces, donde se empieza a evidenciar la poca maniobra del gobierno y la escasez de
recursos para afrontar y mitigar, por sí solo, situaciones producto del posconflicto, que ponen
en riesgo la sociedad civil. Es necesario que el país se prepare para enfrentar a las fuerzas
ilegales que buscarán apoderarse del control de los territorios y los negocios ilícitos que
dejarán las FARC luego de la firma de la paz, dado el evidente interés por el control del poder
territorial en las zonas alejadas que nunca tuvieron presencia estatal. A su vez, se requiere
replantear el papel de la comunidad internacional en este escenario, más allá del simple aporte
de recursos económicos o de una verificación de corto plazo del adecuado manejo de los
mismos.
Para ello, de la experiencia internacional se retoman los elementos que más se acercan la
realidad colombiana respecto de los casos de posconflicto de Guatemala y El Salvador. Estos
países han dejado lecciones importantes para el proceso colombiano; dado que ambos
cuentan con la experiencia de la búsqueda de la paz en medio del conflicto, y tras 20 años de
haber alcanzado acuerdos de paz y cese de la violencia armada, Colombia tiene mucho que
aprender y aplicar de estos procesos.
El caso particular de El Salvador, permite tomar lecciones para Colombia, a pesar de las
diferencias estructurales del origen y desarrollo de su conflicto. Una de las principales
conclusiones según Moreno (2016), es la prolongación del conflicto y su contexto. Mientras
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que el conflicto en El Salvador duró trece años, en Colombia lleva medio siglo. En El
Salvador la duración del conflicto permitió que las negociaciones fueran más fluidas,
mientras que dicha prolongación en el caso colombiano, hizo que los líderes, las políticas y
los objetivos cambiarán y fuera la causa de una negociación más robusta con objetivos
difusos y actores cambiantes.
Un factor a resaltar es el papel de la policía y el ejército en cada uno de estos dos países. En
El Salvador la policía rural y urbana no tenían legitimidad ante la sociedad, dadas sus
descontroladas acciones contra la guerrilla y la población, lo que conllevó a que su
reestructuración fuera elemento esencial de los acuerdos de paz, y permitió la creación de
una nueva fuerza pública que integraba excombatientes con fuerzas policiales. En contraste,
en Colombia estas dos instituciones ganaron una imagen positiva en la sociedad, dado su rol
contra los grupos subversivos y su lucha contra el narcotráfico. Este aspecto resalta una de
las problemáticas a las que se tiene que enfrentar Colombia, con respecto a la reincorporación
de excombatientes a la vida civil, puesto que en la agenda no se contempló su participación
dentro de la fuerza pública, aunque para la sociedad colombiana sería “imposible ver
combatiendo hombro a hombro a actores que han sido antagonistas por dos generaciones”
(Moreno, 2016: 122).
Por otra parte, es necesario reconocer las proyecciones utópicas que se trazan en las mesas
de negociación, con respecto a las mejoras en nivel de vida de la población y la reducción de
pobreza, producto del proceso de paz. Tal como sucedió en Guatemala, la implementación
de los programas y proyectos sociales, no correspondía con lo acordado en la negociación.
La competencia por obtener recursos de los donantes internacionales, fragmentó la ejecución
de los proyectos encaminados a la transformación social. En este sentido, tras el acuerdo,
persistía una gran desconfianza entre las organizaciones sociales y estatales, puesto que en
esta fase era el Estado quien lideraba la implementación de los acuerdos y el manejo de los
recursos (Monsanto, 2013)
Colombia no se encuentra lejos de este fenómeno, por varias razones; primero, la
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institucionalidad encargada para recibir, administrar y gestionar los recursos de la
cooperación internacional implica unos gastos de funcionamiento que se deducen del dinero
que ha sido ya asignado por los actores internacionales, lo que reduce el monto que debería
estar destinado a los proyectos. Segundo, si bien el centralismo en la administración y
gerencia de estos recursos puede facilitar la rendición de cuentas y el seguimiento a su
ejecución, no se tienen los mecanismos para trasladarlos a los territorios con la celeridad que
se requiere. Y, tercero, la administración nacional ha demostrado una evidente incapacidad
de gestión para la administración y coordinación de los fondos, lo que ha duplicado los
esfuerzos en los territorios y no ha permitido la formulación y ejecución de proyectos
sostenibles en el corto plazo.
Por otra parte, la relevancia que dieron en Colombia los actores en conflicto a la necesidad
de la participación de la comunidad internacional, en todas las fases de la negociación como
también, luego de firmados los acuerdos, permite que el proceso haya sido eficaz en el
respaldo internacional sobre las decisiones que se tomaron. Por tanto, en aras de que las
FARC y la sociedad civil no pierdan la confianza en el cumplimiento de los acuerdos, se
debe garantizar la participación de la comunidad internacional cuando se presenten
situaciones que comprometan la implementación de lo acordado, sin que eso le reste
autonomía al gobierno para controlar y condicionar la participación de otros países. Como
concluye Borda y Poveda (2015:66) “a pesar de que exista explícitamente la necesidad de
una intervención de la comunidad internacional, es importante considerar que los actores
principales en el posconflicto y la construcción de paz siempre serán nacionales: tanto la
sociedad civil y la población afectada por la guerra, como la clase política, el sector privado
doméstico y los miembros de la fuerza pública”
Además de lo anterior, los autores también resaltan que:
“en Colombia las instituciones están relativamente consolidadas y no se entiende el
escenario de posconflicto como uno que exija intervención y ayuda internacional de
grandes proporciones. El nivel de autonomía colombiano y la disponibilidad de
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recursos se traducen en un aumento de las suspicacias alrededor de la cooperación
internacional para el posconflicto. Así las cosas, la tensión entre cooperación e
intervención se hace más latente y difícil de resolver” (Borda y Poveda, 2015: 66).
Es importante señalar que para el gobierno y la guerrilla no hay un actor externo que sea
especialmente clave o esencial en las negociaciones; primero porque el gobierno supo
contener la participación internacional a un rol específico, y las FARC, demostraron
autosuficiencia en demandas y respaldos políticos, manteniendo lazos con actores
internacionales sin depender totalmente de ellos. Así las cosas, lo más importante en este
momento, es que se debe mantener un consenso internacional frente al proceso de paz, con
el fin de que la comunidad internacional unifique sus acciones y sus recursos hacia el mismo
objetivo.
Un elemento importante que debe ser tenido en cuenta, es la participación de otros actores
internacionales que pueden ser esenciales en el proceso de construcción de la paz, en donde
su aporte va más allá de lo económico o lo material. Considerar actores como los organismos
jurisdiccionales internacionales pueden darle estructura y soporte al escenario de
posconflicto de forma trascendental, en particular, el papel del Sistema Interamericano de
Derechos Humanos y la Corte Penal debe ser tenido en cuenta, independiente de los arreglos
a los que se haya llegado con respecto al tema de justicia transicional en la mesa de diálogos.
(Borda y Poveda, 2015)
Finalmente, Colombia, luego de transitar el largo camino del proceso de paz, se enfrenta al
reto de alinear su estructura institucional, su esquema legal y su voluntad política para el
posconflicto, a través de la formulación de los futuros Planes de Desarrollo en función del
cumplimiento de las metas planteadas en el acuerdo de paz. La planificación a largo plazo
debe ser realista y ajustada a las necesidades de cada región para que sea sostenible, y debe
contar con el apoyo y la participación de la comunidad internacional de una forma
estructurada con una visión de largo plazo, donde se vincule la voz y la voluntad del conjunto
de los actores nacionales.
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